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Entre la regla fiscal y la garantía de derechos: análisis crítico de la respuesta del 
Estado colombiano a la crisis de la pandemia (2020) 

 
Resumen  
 
En este trabajo se propone un análisis crítico sobre la relación entre la política fiscal y la 
política social implementada como respuesta a la crisis originada por la pandemia del Virus 
COVID-19 bajo la mirada del enfoque de derechos para el análisis de las políticas públicas. 
Se contrastan los alcances de los programas de transferencias monetarias, las limitaciones 
establecidas por la regla fiscal y las implicaciones sobre la garantía plena de derechos. Se 
evidencian barreras impuestas por el modelo dominante de política fiscal que dan la espalda 
al pleno empleo e imposibilitan la ruta contra cíclica en un contexto de crisis. Al final, se 
plantea una propuesta buffer de empleo como alternativa a los programas de transferencias, 
sobrepasando sus alcances en términos de garantía de derechos, con miras al pleno empleo y 
los bienes de mérito como elementos orientadores de las políticas fiscal y social. 
 
Palabras clave: política fiscal, enfoque de derechos, mínimo vital, política social, política 
buffer de empleo, regla fiscal, pleno empleo.  
 
 
 
Between the fiscal rule and the guarantee of rights: critical analysis of the colombian 

State's response to the pandemic crisis (2020) 
 
Abstract 
 
This paper proposes a critical analysis of the relationship between fiscal policy and social 
policy implemented in response to the crisis caused by the COVID-19 pandemic, using a 
rights-based approach to public policy analysis. It compares the scope of cash transfer 
programs, the limitations established by the fiscal rule, and their implications for the full 
guarantee of rights. It highlights barriers imposed by the predominant fiscal policy model 
that undermine full employment and prevent the counter-cyclical alternative in a crisis 
context. Finally, it outlines a buffer stock policy as an alternative to cash transfer programs, 
going beyond than their scope in terms of rights guarantee, looking to full employment and 
merit goods as guiding elements of fiscal and social policies. 
 
Keywords: fiscal policy, rights-based approach, minimum living standard, social policy, 
buffer stock policy, fiscal rule, full employment. 
 

 
 



 

 

 

Índice 

1. Introducción ...................................................................................................................... 1 

2. Política fiscal: entre lo técnico y lo justo ......................................................................... 5 

2.1. Políticas contra cíclicas y pleno empleo ................................................................... 5 

2.2. Regla fiscal .................................................................................................................. 9 

2.3. Lo político de lo técnico: de la eficiencia al bienestar universal .......................... 11 

3. Cursos de acción en contexto de pandemia .................................................................. 15 

3.1. Política social ............................................................................................................ 15 

3.2. Programa Ingreso Solidario ................................................................................... 17 

3.3. Respuesta a la crisis ................................................................................................. 24 

4.  Análisis crítico ................................................................................................................ 27 

4.1. Enfoque de derechos ................................................................................................ 27 

4.2. Mínimo vital y bien de mérito ................................................................................ 32 

4.3. Desprotección de los derechos a costo de sostenibilidad fiscal ............................ 34 

5. Alternativas posibles ....................................................................................................... 37 

5.1. Hacia una política social/fiscal social-demócrata ................................................. 37 

6. Conclusiones .................................................................................................................... 46 

7. Referencias ...................................................................................................................... 48 
 
 

 



 

 1 

1. Introducción 

 
La pandemia ocasionada por el virus Covid-19 generó que sobresalieran vacíos de protección 
social y garantía de derechos fundamentales. Las condiciones impuestas por la pandemia y 
los cambios en las dinámicas sociales (en especial, una parálisis generalizada de las 
actividades económicas) que esta ha desencadenado, han llevado a que, producto de los 
impactos negativos a los diferentes sectores de la economía, millones de personas se vean 
afectadas y sufran consecuencias dramáticas. Así, se multiplicaron los escenarios de 
precariedad y se ha limitado todavía más el acceso a medios de producción, medios de 
empleo y medios de vida1. Hasta la mitad de 2021 se registraban al menos 191 millones de 
casos acumulados confirmados de COVID-19 y algo más de 4 millones de muertos en el 
mundo (OPS, 2021). El saldo final muestra que el número total de muertes asociadas directa 
o indirectamente a la pandemia de COVID-19 (1 de enero de 2020 - 31 de diciembre de 2021) 
fue de aproximadamente 14,9 millones (OPS, 2022). 
 
Durante la fase más complicada se tomaron medidas de distanciamiento y restricción de la 
libre movilidad. En este contexto, la posibilidad de contagiarse, contagiar a los miembros del 
grupo familiar o morir, hacían que salir a la calle fuera un riesgo prescindible, aun cuando 
con el paso de los días se hacía más urgente saciar las necesidades elementales relacionadas 
a la supervivencia (abastecerse de alimentos, tomar el sol, interactuar con más seres humanos, 
visitar centros médicos para tratar enfermedades crónicas, etc.). La imposibilidad de 
continuar con las actividades económicas afectó a la mayor parte de los trabajadores, pues 
sus ocupaciones tienen lugar fuera del hogar. Fue evidente cómo el trabajo virtual en casa es 
una adaptación que se limita a un grupo privilegiado de labores en el que no se encuentra el 
grueso de personas ocupadas, por ejemplo, los trabajadores de la economía popular. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que la inserción en el mercado de quienes trabajan en la 
informalidad no se da por medio de un contrato laboral, sino por medio de la venta directa 
del producto de su trabajo en el mercado.  
 
En materia de indicadores socioeconómicos es claro que todo empeoró con la pandemia. 
Mientras los millonarios con las mil fortunas más prominentes del mundo recuperaron su 
riqueza, para quienes se encuentran en los peores escenarios de vulnerabilidad, la 
recuperación de su capital podría tardar más de una década (OXFAM, 2021). A partir de los 

 
1 Los medios mencionados corresponden al desarrollo teórico de Andrés Felipe Mora Cortés en “Conflicto, violencia 
socioeconómica y desplazamiento forzado en Colombia” (2013). Los medios de producción implican la propiedad de 
medios de producción, los medios de empleo sugieren que se tiene trabajo mediado por un contrato laboral, finalmente, los 
medios de vida deberían permitir por si mismos la reproducción de la vida, no obstante el acceso a estos medios se da 
exclusivamente mediante el acceso a los medios de empleo o los de producción, en tanto que actualmente acceder a medios 
de vida sin acceder a medios de empleo y/o producción, es una situación inexistente bajo los regímenes existentes de 
bienestar (Mora, 2013). 
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resultados de la encuesta realizada por OXFAM a economistas de más de 70 países de sobre 
el impacto de la pandemia de coronavirus en la desigualdad (riqueza, ingresos, género y 
racial), se puede decir que había consenso al pensar que todo iría de mal en peor. Como era 
de esperarse, también entraron a clasificar como pobres cientos de millones de personas2:  

(…) se estima que el número total de personas en situación de pobreza podría haber 
incrementado entre 200 y 500 millones de personas más en 2020. Así, es posible que el 
número de personas en situación de pobreza tarde más de una década en volver a los niveles 
previos a la crisis. (OXFAM, 2021) 

 
En la actualidad, el panorama de la desigualdad dista de ser alentador. Lo anterior se refleja 
en las declaraciones de Manuela Tomei (2023), subdirectora general de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) en la Comisión de Desarrollo Social de las Naciones Unidas:  

El 10% más rico de la población mundial se lleva actualmente el 52% de la renta mundial, 
mientras que la mitad más pobre obtiene el 6,5% de la misma (…) La pandemia mató a más 
de 6,8 millones de personas, sumió a millones en la pobreza extrema y el hambre, y destruyó 
empresas y puestos de trabajo.  Muchos países aún se están recuperando de ella, mientras el 
mundo se enfrenta a otras crisis (…) 214 millones de trabajadores viven en la pobreza extrema 
-con menos de 1,90 dólares al día. 

 
La CEPAL estableció que cerca de 5 millones de personas pasaron a ser clasificadas en 
pobreza extrema de 2020 a 2021. De acuerdo con la OMS (2022) el número de personas que 
padecen hambre en el mundo aumentó a 828 millones en 2021 (46 millones más respecto a 
2020 y 150 millones más desde el inicio de la pandemia). En Colombia, uno de los informes 
elaborados por el Observatorio Nacional de Salud (2021) del Instituto Nacional de Salud 
durante la pandemia, menciona que se registró un aumento del 36,3% de las muertes maternas 
siendo el 12% de estas directamente por covid-19. La mortalidad por infección respiratoria 
aguda, la enfermedad por desnutrición aguda en menores de cinco años y múltiples factores 
de riesgo asociado a la salud  también presentaron preocupantes aumentos.  
 
Ante la situación crítica que supuso la pandemia se necesitaron acciones contundentes por 
parte de los Estados.  El hambre, el desempleo, el riesgo de muerte y las diferentes 
condiciones de precariedad que afectan la dignidad de los seres humanos se vivieron con 
especial énfasis en los territorios olvidades por el Estado.  Sería ilógico pensar en soluciones 
de mediano y largo plazo para problemas que son afrontados por los más vulnerables a cada 
instante con consecuencias insostenibles a corto plazo. Tal como señalaba el economista John 

 
2 Sobre el aumento notable en las cifras de pobreza, vale la pena mencionar que las variaciones bruscas en la composición 
de los grupos definidos por metodologías propias del Banco Mundial (pobres, vulnerables, clase media y clase alta) 
corresponden en gran parte a la definición de la pobreza como una categoría dependiente de los ingresos: “La pandemia ha 
puesto de relieve el hecho de que, para la mayor parte de la población mundial, perder tan solo un ingreso supone caer en 
la miseria. Son personas que sobreviven con tan solo entre 2 y 10 dólares al día, y a menudo viven con sus familias en un 
par de habitaciones arrendadas en viviendas de barrios marginales” (OXFAM, 2021). Es posible encontrar definiciones 
alternativas de la pobreza y las clases sociales (bajo perspectivas de complejidad) en modelos propuestos por autores como 
Erik Olin Wight (2018) o modelos aplicados al caso colombiano como el propuesto por Oscar Fresneda (2017). 
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Maynard Keynes: “en el largo plazo todos estaremos muertos”. Por consiguiente, se espera 
que el Estado produzca de forma oportuna y eficaz, políticas, programas, proyectos que 
atiendan a las necesidades relacionadas a los derechos fundamentales de la población, sobre 
todo de aquellos que no cuentan con medios de empleo, vida o producción y deben afrontar 
a diario las nefastas consecuencias de la desigualdad y la desprotección social. 

 
Una de las respuestas a la pobreza y la desigualdad que se ha planteado alrededor del globo 
es la implementación de programas de transferencias monetarias condicionadas (PTMC). En 
Colombia es posible identificar una trayectoria de décadas de profundización en este tipo de 
estrategias con una influencia notable del Banco Mundial con la adopción del enfoque de 
manejo social del riesgo (Ahumada et al, 2008). Tal como se propone en la página oficial del 
Banco Interamericano de Desarrollo (2023) (en adelante BID): “Los programas de 
transferencias monetarias condicionadas (PTMC) son los principales programas sociales que 
utilizan los países de América Latina y el Caribe para apoyar a las familias que viven en 
situación de pobreza”.  
 
En la mayor parte de países latinoamericanos la respuesta gubernamental a la crisis de la 
pandemia no distó demasiado de la costumbre, se lanzaron programas que prometían 
mantener en buenas condiciones a la población. Así mismo, parte de la tendencia en materia 
de política social parece ser la utilización de discursos oficiales ambiciosos y legitimadores 
que, en situaciones como la crisis generada por la pandemia COVID-19, entre otras cosas, 
buscaron calmar las aguas en el escenario de la opinión pública y frenar las manifestaciones 
sociales a toda costa. Entendiendo el discurso oficial como una representación legitimadora 
de los intereses subyacentes a las decisiones de política pública, es entonces una necesidad 
entender los alcances proyectados sobre las decisiones tomadas, es decir, lo que se quiere 
hacer creer sobre lo que se hace en determinado campo.  
 
Así mismo, es indispensable entender qué mecanismos limitan la aplicación de medidas más 
ambiciosas orientadas a la garantía efectiva de derechos. Esto toma especial importancia en 
situaciones de emergencia, pues el manejo del presupuesto público tiende a flexibilizarse en 
estos contextos, no obstante, cuando se ha establecido un enfoque (focalización) y se han 
solidificado instituciones de control del gasto (las relacionadas a la sostenibilidad fiscal), es 
difícil que se tomen medidas garantistas (tendientes a la universalización y los derechos). 
 
Tal como afirma Mora (2019), el modelo de política social dominante permite la 
reproducción de las relaciones sociales que reproducen la desigualdad y la exclusión, bajo la 
lógica dominante la política social es compensadora y residual. Una revisión a hitos 
históricos de la conquista de derechos sociales permite creer que, al parecer, sólo eventos 
violentos hacen que la sociedad se haga más igualitaria, esto es inquietante, pues en el 
escenario planteado las políticas públicas no aportan significativamente en términos de la 
reducción de la desigualdad (Mora, 2019). Entonces, es materia central de estudio para la 
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ciencia política y las políticas públicas el análisis de las acciones públicas que mantienen a 
millones de personas en la miseria por décadas. Sumado a lo anterior, resulta imperativo 
adelantar análisis sobre las barreras asociadas al modelo de política fiscal y social que 
impiden transformaciones de las relaciones sociales que configuran la distribución del 
ingreso y el capital. 
 
En Colombia, desde el discurso del Gobierno Nacional (2018-2022) se hizo énfasis en la 
faceta social y solidaria del Estado. En el periodo comprendido entre 2020 y 2022, el gasto 
social inducido por la pandemia se materializó por medio de la continuidad de programas de 
transferencias iniciados por gobiernos anteriores y programas nuevos, como Ingreso 
Solidario, que fue presentado por medios oficiales y algunos medios de comunicación como 
una “gran respuesta institucional” a la altura de las circunstancias.  
 
Es de resaltar el papel de los trabajadores de la economía popular, dado que tienden a estar 
excluidos de la garantía de seguridad social, así como en garantía de ingresos, es apenas 
lógico pensar que los trabajadores de la economía popular han sido quienes más sintieron las 
consecuencias. Giraldo (2018) define a esta población de la siguiente forma: 

Los trabajadores de la economía popular tienen una jerarquía social inferior, incluso respecto 
a otros trabajadores. No tienen seguridad social ni garantía en los ingresos, y dado que su 
actividad económica es considerada ilegal, no son llamados a participar en la construcción de 
las políticas públicas. Se trata de una población que recibe muy poco por los bienes y servicios 
que le entregan a la sociedad, y sus escasos ingresos monetarios se van en el pago de facturas 
y rentas que solo benefician a los monopolios del celular, del internet, de los servicios 
públicos, del transporte, y de los bancos, entre otros. (p.8) La visión general sobre la 
informalidad señala que se trata de una economía realizada por personas pobres que 
desarrollan actividades desorganizadas por fuera de los marcos legales. (p. 76) 

En el contexto local, con tan solo un tercio de los trabajadores afiliados al sistema de pensión, 
imposibilidad de garantía de ingresos en el sector informal (que se estima por encima del 
60%) y las precarias condiciones inducidas por la pandemia, es claro que la desprotección es 
el común denominador para los más vulnerables. Lo anterior, en un contexto de “mercado 
laboral” en el que la desocupación aumentó al menos 6 puntos (agosto 2020 vs agosto 2019) 
con el agravamiento de la crisis pandémica (DANE, 2024).  
 
¿Basta entonces con transferencias monetarias para responder a la crisis? ¿qué hace que el 
Estado no pueda ser más generoso en la respuesta mediante gasto social? ¿se asumieron 
medidas contra cíclicas o procíclicas? ¿conviene más a las clases bajas la opción por los 
derechos con énfasis en la oferta de empleo o la opción por reducir la pobreza vía 
transferencias? En este documento se pretende analizar desde el enfoque de derechos la 
relación entre la política fiscal y la política social implementada como respuesta a la crisis 
originada por la pandemia del Virus COVID-19 durante el periodo de Gobierno Nacional 
2018-2022. ¿Cuáles son los límites que impone el modelo de política fiscal imperante sobre 
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lo implementado en materia de política social para el periodo 2019-2022 como parte de oferta 
social del Estado a la luz del enfoque de derechos? Se buscará exponer el alcance material 
de la racionalidad económica tras el establecimiento de reglas que, bajo lógicas 
economicistas son consideradas justas y convenientes, pero pueden resultar inaceptables 
desde la mirada crítica. 

2. Política fiscal: entre lo técnico y lo justo 

2.1. Políticas contra cíclicas y pleno empleo 
 
Una de las definiciones más conocidas de la política fiscal le equipara con el conjunto de 
medidas del gasto público y la tributación para influir en la economía. El Banco de la 
República de Colombia entiende la política fiscal como “la política que sigue el sector 
público respecto de sus decisiones sobre gasto, impuestos y sobre el endeudamiento”. Más 
allá de la definición preferida, la política fiscal cuenta con tres objetivos fundamentales: 
crecimiento, igualdad y estabilización.  
 
El crecimiento se equipara a la variación positiva del  PIB. Para 2023 en Colombia el PIB se 
ubicó en 1.572 billones de pesos (DANE, 2024). En el mismo periodo se estableció un 
presupuesto general de 405,6 billones de pesos, equivalente a 27,7% del PIB, representando 
un aumento del 15,1% frente a 2022 (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2023). Para 
servicio de la deuda pública se apropiaron 78 billones, de estos, 24 billones para deuda 
externa y 54 billones para deuda interna.  
 
El segundo elemento es la igualdad (como efecto de la redistribución del ingreso mediante la 
ejecución del gasto), que generalmente se dimensiona con ayuda del coeficiente de Gini, 
indicador de la concentración del ingreso en una sociedad, este se ubica entre 0 y 1, siendo 1 
la máxima concentración del ingreso. El coeficiente de Gini se calcula con base en el ingreso 
de mercado (IM)3 o salario, en cambio, cuando se calcula el coeficiente de Gini después de 
la política fiscal se hace con respecto al ingreso disponible, esto es, después de impuestos y 
gasto público. 
 
Finalmente, la estabilización, que de acuerdo a la Constitución Política de 1991 debería 
asimilarse al pleno empleo, sin embargo, es asociada generalmente al control de la inflación. 
La teoría económica neoclásica, promulgada por el Fondo Monetario Internacional, establece 
que el objetivo central de la política fiscal debe ser el control de la deuda, pues la 
estabilización macroeconómica se alcanza mediante política monetaria con tipos de cambio 
flexibles. De acuerdo al planteamiento de Rodríguez (2018):  

 
3 El ingreso disponible (ID) se obtiene de la siguiente operación: ingreso de mercado (IM) o salario  - impuestos (I) + 
transferencias (T) o gasto público (ID=IM-I+T). 
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(…) las autoridades monetarias colombianas prefieren interpretar la estabilización del ciclo 
económico no en términos de nivel de empleo, un objetivo de rango constitucional, sino de 
producto, que, con todo y que se trata de una variable relacionada, no es lo mismo. Cuando 
la inflación se encuentre dentro de las metas -metas que ellas mismas fijan-, las autoridades 
monetarias tendrían la opción de buscar el pleno empleo. (p.203) 

 
La sostenibilidad fiscal es entendida comúnmente como un instrumento o herramienta que 
permite orientar determinado conjunto de medidas de política fiscal. En términos generales, 
como principio orientador de la política fiscal, implica restricciones en el uso del presupuesto 
y el pago de la deuda pública. La promesa tras la sostenibilidad fiscal, siempre que se 
apliquen sus reglas al pie de la letra, es la estabilidad macroeconómica y el crecimiento 
sostenido. En este trabajo se entenderá la sostenibilidad fiscal como un principio orientador 
de la política fiscal que se traduce en la imposición de una estrategia para la gestión de la 
deuda pública. Además, la sostenibilidad fiscal puede verse como una condición que requiere 
de medidas de recaudo y restricción en el gasto que son posicionados en todos los casos por 
medio de instituciones. Otro factor infaltable en la definición del concepto será la solvencia:  

En el área de las finanzas públicas, la sostenibilidad fiscal está relacionada con el concepto 
de solvencia. Cuando los economistas hablan de solvencia, la mayoría de las veces se refieren 
a la capacidad del gobierno de afrontar sus obligaciones a través del tiempo, en especial las 
relacionadas con el servicio de la deuda pública. Otra manera de referirse a la sostenibilidad 
fiscal es la capacidad de un gobierno para mantener en forma indefinida un conjunto de 
políticas sin dejar de ser solvente. (Arenas de Mesa, 2016, p.20) 

 
En la otra orilla, el pleno empleo es un elemento central del modelo keynesiano. Una visión 
del pleno empleo en la que se tienda a la maximización y garantía absoluta del derecho al 
trabajo debería suponer la ausencia de desempleo involuntario, sin embargo, los alcances del 
pleno empleo en Colombia son bastante más limitados como se ilustra a continuación. En el 
Artículo 334 de la Constitución Política de Colombia de 1991 se establece que: “(…) el 
Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y 
asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, 
tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos”. Este supuesto debería 
guiar a la obligatoriedad de la opción por el pleno empleo. Del lado contrario el Fondo 
Monetario Internacional plantea que la política fiscal puede (si opera de la manera correcta) 
incidir en la generación de empleo. Desde este organismo se asume como un efecto que puede 
o no suceder, algo eventual, desprendido del potencial de la política fiscal cuando se asumen 
las directrices. Al final, aunque desde una perspectiva se plantee el pleno empleo como 
objetivo y en su contraparte se mencione apenas efectos positivos en relación al trabajo, la 
realidad parece respaldar la visión del FMI, pues desde el 91 este objetivo de política no ha 
sido vinculante. El pleno empleo ha sido asumido como un objetivo accesorio. 
 
En ese sentido, aunque el pleno empleo es un objetivo adicional de la política fiscal, es 
relegado en la mayoría de los casos a un segundo plano, pues puede resultar demasiado 
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retador desde el enfoque neoliberal antiinflacionario. La mayor parte de las normas relativas 
al trabajo pretenden regular las condiciones laborales, sin embargo, pocas veces se propone 
la garantía de acceso al trabajo como un horizonte probable. Llama la atención que sólo el 
Convenio sobre la política del empleo de 1964 de la OIT apunte en la línea del pleno empleo, 
esta Convención: “(…) refiere al derecho al trabajo en el sentido general, estableciendo que 
todo País Miembro deberá formular y llevar a cabo una política activa para fomentar el pleno 
empleo, productivo y libremente escogido” (Garay, 2011, p.27).  
 
Darle la espalda al pleno empleo como objetivo central de la política fiscal es una decisión 
que se respalda en la amenaza constante de los diferentes riesgos de mercado y la 
incertidumbre de los inversionistas. En resumen, una política fiscal alejada de la 
estabilización, bajo los parámetros favorables desde la óptica de las calificadoras de riesgo y 
los organismos internacionales, no es otra cosa que el camino seguro al abismo 
macroeconómico (o al menos así se ha querido mostrar). En ese sentido, cambiar las reglas 
de tributación generando incertidumbre o bien, aumentando el gasto público 
comprometiendo negativamente el pago de la deuda son dos opciones “prohibidas” para 
economías “saludables”. 
 
Por otro lado, en cuanto a los tipos de política fiscal, hay dos tipos de política: 
procíclica/contraccionista y contra cíclica/expansionista. A continuación, se presentan las 
características generales de cada tipo de política:  
 
Tabla 1. Políticas procíclicas y contra cíclicas. 

Situación Política económica procíclica Política económica contra cíclica 
Abundancia 
económica 

- Se gasta más de lo que se 
recauda mediante impuestos. 

- Se disminuyen las tasas 
impositivas y las tasas de interés. 

- Reducción del gasto y tendencia por 
el ahorro. 

- Alza en los impuestos y las tasas de 
interés. 

Crisis 
económica 

- Se reduce el gasto público. 
- Aumentan las tasas impositivas 

y las tasas de interés. 

- Se usa el dinero ahorrado para gasto 
público (se compensa la reducción en 

la inversión y el consumo). 
- Baja en los impuestos y las tasas de 

interés. 
Fuente: Elaboración propia con base en información del Banco Mundial. 
 
En la década del 70 toma fuerza el debate entre economistas ortodoxos y heterodoxos en 
relación con el manejo del gasto público en periodos de crisis económica. En términos 
generales, desde posturas keynesianas se argumentó a favor de políticas contra cíclicas por 
su efecto sobre la demanda agregada. Con la imposición de medidas neoliberales desde los 
80 se procuró el alejamiento a las políticas contra cíclicas argumentando con base en posturas 
económicas neoclásicas y privilegiando el control de la inflación sobre casi cualquier otro 
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objetivo macroeconómico. Con el paso de los años del 90 al presente, pasando por la crisis 
económica global del 2008, se hizo evidente la necesidad de acompañar la política monetaria 
con medidas de política fiscal contra cíclicas, a tal punto que el grueso de organismos 
internacionales recomienda que se apliquen estas medidas en la mayoría de los casos.   
 
Ahora bien, asumiendo la definición tradicional de las políticas contra cíclicas cabe 
preguntarse ¿qué pasa si no se ahorró en periodos de bonanza? ¿sin ahorro es imposible que 
haya un aumento en el gasto público? En primer lugar, el incremento en el gasto público 
conlleva al crecimiento de la actividad económica, lo que aumenta el nivel de ahorro público, 
esto, al ser el ahorro una variable endógena relacionada a los ingresos y la voluntad de 
consumo. No obstante, la experiencia de los últimos 20 años en materia de política fiscal deja 
ver cómo nunca ha sido estrictamente necesario contar con ahorro para aumentar gasto en 
contexto deficitario. Lo anterior, teniendo en cuenta que es altamente improbable que el 
monto ahorrado sea equiparable al monto que deberá gastarse, como mucho genera un 
impulso sin que se pueda contar con proporcionalidad dadas las exigencias de contextos 
como la pandemia del virus Covid-19. El límite real a la vía contra cíclica en su máxima 
expresión es asumido por las reglas fiscales, que para el caso de Colombia se relacionan con 
condiciones establecidas en varios escenarios “técnicos”: 

Cuando el crecimiento real del PIB se proyectara dos puntos porcentuales por debajo del 
crecimiento de largo plazo de la economía y la brecha de producto fuera negativa, el gobierno 
podría realizar gasto contracíclico por hasta un 20% de la brecha del producto. Este gasto sería 
transitorio y se debería desmontar completamente en un período de dos años, siempre que en 
el primer año la economía registrase una tasa de crecimiento real no menor al crecimiento de 
largo plazo. (…) Además, para contribuir a la estabilidad macroeconómica y fiscal, en 2012 se 
creó el Fondo de Ahorro y Estabilización Fiscal y Macroeconómica. El mismo se constituye 
de los superávits del gobierno central y sus rendimientos y aportes extraordinarios. Dicho 
Fondo puede usarse para la amortización de la deuda pública, gastos extraordinarios para 
atender eventos extraordinarios (como la pandemia de COVID-19) y la financiación del gasto 
contracíclico (hasta un 10% del saldo del Fondo al cierre del último ejercicio fiscal). 
(Cetrángolo, Morán y Calligaño, 2022, p.49) 

 
Entonces, ¿qué relación guardan las políticas contra cíclicas y el pleno empleo? El pleno 
empleo es un objetivo central de los Estados de bienestar bajo el modelo keynesiano, por 
naturaleza de tendencia contra cíclica en lo relacionado al gasto público. Sin embargo, en la 
actualidad, cuando los gobiernos optan por políticas contra cíclicas aumentando el gasto 
público para contrarrestar la desocupación, se tiende a privilegiar cuatro alternativas: 
programas de generación de empleo transitorio o permanente, programas de formación para 
el trabajo, programas de emprendimiento y medidas para compensar los efectos de la 
desocupación. En relación con la generación de empleo, estas medidas tienden a concentrarse 
en empleo transitorio, puesto que la generación de empleo permanente supone retos que para 
las administraciones genera costos más altos y mayor exigencia en materia de gestión, a la 
vez que genera el riesgo de infringir las reglas fiscales por gasto excesivo. Como se 
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propondrá al final, la única medida que se acerca a la garacntía efectiva del derecho al trabajo 
en sentido amplio y con ello, un mayor nivel de dignidad humana, es la política “Estado como 
empleador de última instancia”. 
 

2.2. Regla fiscal 

 
En la década de 1990 (periodo de auge del neoliberalismo) se hizo frecuente la creación de 
reglas fiscales en el mundo. Estas operaban como un límite para el gasto y el endeudamiento, 
con el objetivo de acercar las finanzas públicas a la estabilidad macroeconómica. Para 
asegurar que las reglas fiscales se cumplan, o bien, para aumentar la probabilidad de que esto 
ocurra, por un lado se crean cláusulas de escape que establezcan claramente las formas en las 
que puede llegar a no cumplirse (esto es, se cumple siempre pero deja de cumplirse solamente 
en condiciones específicas y poco usuales), por otro lado, se establecen escenarios de 
decisión y monitoreo presuntamente independientes y técnicos en los que se plantean 
objetivos numéricos sobre la regla y se tiene poder de veto en relación con la modificación 
de las reglas de juego. 
 
Orientados por la equiparación del Estado mínimo con el Estado en equilibrio, en Colombia 
para el año 2011 se sancionó la Ley 1473 de 2011  “Por medio de la cual se establece una 
regla fiscal y se dictan otras disposiciones”, con lo cual se introdujo la regla fiscal, que puede 
ser entendida como un compromiso legal que asume el Estado para que se garantice el 
equilibrio. Se introdujo también constitucionalmente el principio de sostenibilidad fiscal 
mediante el Acto Legislativo 03 de 2011 “por el cual se establece el principio de la 
sostenibilidad fiscal”. Más adelante se sancionó la Ley 1695 de 2013 “Por medio de la cual 
se desarrolla el artículo 334 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”. El 
objetivo central de esta Ley fue introducir el incidente de impacto fiscal4. 
 
La inclusión de ambos elementos en el marco normativo nacional deviene de la inclinación 
hacia el consenso general de la discusión macroeconómica. Se entiende de manera 

 
4 El incidente de impacto fiscal fue definido por la Corte Constitucional (2024) de la siguiente forma: El incidente de impacto 
fiscal es un procedimiento establecido para abrir un espacio de diálogo y deliberación entre el Gobierno Nacional, el 
Procurador General de la Nación y las Altas Cortes, con miras a determinar el impacto de los efectos de sus sentencias en 
la sostenibilidad fiscal. Por su propia naturaleza, el incidente debe someterse a un proceso sui generis, en el que el legislador 
puede establecer reglas particulares y concretas que determinen el alcance de sus diferentes etapas procesales. Con todo, en 
el desarrollo de dicha atribución, se deben respetar los aspectos procedimentales expresamente definidos por el 
Constituyente, los cuales fueron resumidos con anterioridad. Entre ellos se destacan los siguientes: (i) la distinción existente 
entre decisión y efectos de una sentencia, con miras a preservar la garantía de la cosa juzgada; (ii) la carga de motivar toda 
decisión judicial, en especial cuando se hace uso de las alternativas de modular, modificar o diferir los efectos de un fallo; 
y (iii) la imposibilidad de que el trámite del incidente de impacto fiscal menoscabe los derechos fundamentales, restringa 
su alcance o niegue su protección efectiva. En el fondo esta última condición es una proyección de la cláusula prohibitiva 
referente a la garantía de los citados derechos frente a la sostenibilidad fiscal. 
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generalizada que la regla fiscal es una suerte de “solución mágica”: reduce el margen en toma 
de decisiones por parte de gobiernos; promueve la racionalización del gasto público; incide 
en la sostenibilidad de las cuentas públicas a mediano y largo plazo; genera credibilidad en 
las políticas económicas, entre otros beneficios. En general, la promoción de la regla fiscal 
se sustentó (como en otros países) en la defensa de la desregulación y el mercado. 
 
En el parágrafo del Artículo 1 de Ley 1695 de 2013 se menciona: “Bajo ninguna circunstancia 
se podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos, restringir su alcance 
o negar su protección efectiva”. No obstante, desde múltiples lecturas este parágrafo dista de 
representar garantías para los derechos, por el contrario, el incidente de impacto fiscal parece 
reñir con la acción de tutela. Así mismo, las cláusulas de escape de la regla fiscal no 
representan garantías dadas sus estrictas condiciones de aplicación, por lo que resulta más 
coherente pensar en reglas presupuestales que obligan a gastar en la garantía de derechos y 
no en reglas fiscales medianamente permisivas. Por otro lado, el escenario en el que se 
produjo la regla fiscal está definido por la política fiscal del país, siendo esta regla uno de sus 
elementos constitutivos. En el informe “Política Fiscal para la Igualdad y los Derechos” 
presentado por Center for Economic and Social Rights se define política fiscal de la siguiente 
forma:  

(…) conjunto de políticas sobre ingreso y gasto que determinan el monto de los recursos 
disponibles y los fines en los que se invierten para el desarrollo de las actividades estatales. 
Esta política es uno de los instrumentos esenciales del Estado para redistribuir la riqueza, 
corregir fallas en el mercado, garantizar los derechos humanos y avanzar progresivamente en 
la erradicación de la pobreza y la disminución de las desigualdades. (p.5) 
 

Más allá de las sugestivas definiciones que pueda recibir, la concepción de la política fiscal 
más extendida en el mundo presenta una herramienta para la disminución lenta y progresiva 
de desigualdades, que es optativa en cuanto a la garantía de derecho, centrada en fallas del 
mercado y criterios como la sostenibilidad fiscal. Por supuesto, el manejo de sus 
componentes tiende en todo caso a estar en manos de tecnócratas  expertos que deciden cómo 
se debería tributar y gastar con base en proyecciones sustentadas al modo positivista.  
 
Retomando varios autores, Moreno Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón (2011) 
relexionan sobre los alcances limitados de la regla fiscal en términos de su alcance contra 
cíclico:  

Aunque Sarmiento (2010), Rincón (2010) y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2010) 
insisten en las bondades contracíclicas de la regla de fiscal, sus alcances efectivos son 
verdaderamente limitados. En efecto, las tesis que brindan sustento a la regla de política 
continúan muy cercanas a la idea establecida por el “equivalente ricardiano”, según el cual la 
política fiscal no genera efectos reales sobre la economía18. La regla de política también evalúa 
la política fiscal en términos de sostenibilidad y no de solvencia, y sigue tomando como único 
indicador de la política contracíclica las variaciones en el Producto Interno Bruto PIB y no el 
nivel de empleo de la economía. Avances teóricos recientes –generados también al interior de 
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la orto- doxia- han desestimado por completo el equivalente ricardiano, han tomado como 
referente la solvencia fiscal y han definido como indicador de política contracíclica el 
fortalecimiento de la demanda agregada (como medio para la creación indirecta de empleo) o 
el aseguramiento del pleno empleo (a través de la creación directa de empleo por parte del 
Estado) (Tcherneva, 2008). (p.94) 
 

Lo que se ha demostrado sistemáticamente con ayuda de investigaciones producidas por 
centros de investigación académica y organismos internacionales, es que la neutralidad 
ricardiana no opera como se creía, la política fiscal no es neutral y genera efectos que 
condicionan y motivan el comportamiento de las personas. Lejos de la neutralidad, la regla 
fiscal impone límites que invitan a la continuidad de políticas procíclicas y hacen engorroso 
el aumento del gasto en contextos deficitarios sin contar con la aprovación del grueso de la 
tecnocracia neoliberal.  
 

2.3. Lo político de lo técnico: de la eficiencia al bienestar universal 

 
Ahora bien, más allá de la lectura neoclásica, vale la pena preguntarse por el sentido de la 
política fiscal en Colombia, en particular, lo relacionado a la regla fiscal. Para 2010 el 
profesor Diego Otero escribió un aporte sucinto y contundente como reacción  al proyecto 
de acto legislativo presentado al final del gobierno Uribe, que fue adoptado al inicio del 
gobierno Santos, el proyecto de la regla fiscal. Para el profesor Otero la regla fiscal presenta 
grandes contradicciones y limitantes, entre estas, dejar por fuera el manejo fiscal 
descentralizado (esto compromete la efectividad), también la falta de evidencia sólida que 
respalde la eficacia de las reglas fiscales en general, pues resulta problemático establecer 
causalidad entre la situación macroeconómica y la aplicación efectiva de la regla. 
 
El diseño de la regla deja en manos de los tecnócratas de turno la decisión sobre los 
parámetros a tener en cuenta en los límites y parámetros de ajuste. Es clara la intención de 
abandonar cualquier intento participativo o plural en la definición de lo que hay que hacer 
con los recursos. Quienes llevan al poder a los gobernante de los países encuentran entonces 
un tope en relación a la posibilidad de hacer veeduría, pues la decisión por el énfasis que se 
asumirá, por ejemplo, entre reducción de la inflación a su mínima expresión o pleno empleo, 
ya se ha tomado y no hay lugar a dudas o discusiones vinculantes. Diferentes posturas sobre 
la regla fiscal concluyen que genera amplias vulneraciones a derechos sociales, busca a toda 
costa limitar el papel del Estado y se sustenta en inconsistencias que son defendidas por 
“economistas expertos” incluso ante la evidencia empírica en contra. 
 
La definición de “¿qué tan insostenible es una deuda?” (y qué tan conveniente es el curso de 
acción definido) se ha dejado en manos de la tecnocracia. Pero, ¿es esto conveniente? ¿debe 
ser un proceso eminentemente técnico alejado de cualquier consideración política? ¿qué 
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teoría de la justicia subyace a la toma de decisiones de los economistas ortodoxos? El proceso 
de definición de límites y demás parámetros de la regla fiscal es un proceso que tiene un 
margen de discrecionalidad que parece querer ocultarse bajo el velo de “lo técnico”. A 
continuación se plantean algunas alternativas sobre la lectura de lo que es justo, siempre que 
lo que acá se plantea, requiere poner sobre la mesa las aspiraciones éticas de los tomadores 
de decisiones.  
 
Entonces, ¿cómo se relaciona la regla fiscal con la desigualdad? ¿es la desigualdad algo 
deseable? ¿vale la pena pensar en eliminarla? ¿basta con llevarla a sus justas proporciones? 
Cualquiera que sea la respuesta para las anteriores preguntas es imprescindible entender lo 
que se considera como justo, si se decide disminuir o superar algún tipo de desigualdad sólo 
se hará si esta es considerada injusta. Para el caso de la regla fiscal, tanto el pago de la deuda 
como la sostenibilidad fiscal son los principios rectores, mientras que la igualdad, la justicia 
social o el nivel de empleo quedan relegados a un segundo plano (Mora, 2015). La estructura 
presupuestal de la regla fiscal es presentada desde una perspectiva crítica por Mora (2015, 
pp.92-93) de la siguiente forma:  

1. Una estructura garante de las condiciones de confianza impuestas por el capital 
financiero nacional e internacional.  
2. Una estructura que profundiza las lógicas de precarización laboral. 
3. Una estructura que introduce ingresos que no son estables en la definición del 
balance primario.  
4. Un régimen que consolida, simultáneamente, lógicas de centralismo y federalismo 
fiscal. 

 
¿Qué hay detrás de la intención de formular y mantener una regla que limite el gasto social? 
Lo primero que se debe decir sobre las definiciones posibles de justicia social es que son 
dinámicas y guardan una relación cercana con el orden social establecido. Nociones de 
justicia enlazadas a la teoría económica neoclásica privilegian el mérito y la eficiencia, bajo 
tales posturas los derechos son concebidos como obstáculos porque se garantizan sin 
importar si el sujeto es o no eficiente. Frente esta postura hay teorías de justicia radicalmente 
opuestas, como la contenida en el trabajo de Marx, en la que más que cerrar la brecha entre 
los proletarios y los burgueses para que todos podamos ser burgueses, se propone modificar 
las relaciones sociales de modo que se dé lugar a una sociedad diferente.  
 
A propósito de la teoría económica neoclásica, buena parte de su base filosófica se ha 
instalado en las distintas versiones del neoliberalismo. En general, sin desconocer los tipos 
de neoliberalismos influenciados en mayor o menor medida por la ortodoxia anglo-americana 
y la heterodoxia austriaca (Puello-Socarrás, 2008), los puntos de coincidencia más relevantes 
en la corriente neoliberal serán los siguientes: favorabilidad por el mercado, individualismo, 
protección de los derechos de propiedad, privilegiar el crecimiento económico por sobre 
todas las cosas, impuestos bajos, libre comercio, competencia, libre elección, iniciativas 
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privadas para ofrecer servicios públicos (privatización). De acuerdo con Peck (2018), 
actualmente, que es claro que los programas neoliberales incrementaron la desigualdad, la 
exclusión social, incluso frenaron y disminuyeron el crecimiento económico, economistas 
del FMI proclaman que los “decisores de política” no deben guiarse por fe (el dogma 
neoliberal), en cambio, deben guiarse por evidencia de lo que ya ha funcionado. Stiglitz 
(2002) plantea que el fundamentalismo neoliberal nunca tuvo apoyo de teoría económica 
sólida ni experiencias históricas de éxito, más bien atendió a los intereses de los dueños del 
mercado. 
 
En la otra orilla, posturas como la de Rawls entienden la desigualdad como un problema 
moralmente arbitrario con una dosis de mala suerte, en este escenario una desigualdad sólo 
es justa cuando tal desigualdad es en beneficio de todos. Corredor (2010) retoma algunos 
factores esenciales en la visión de lo justo para Rawls:  

La equidad como finalidad y como medio no se limita a la igualdad de oportunidades ni a la 
igualdad de reglas que incluyan la preferencia por los más débiles, como en el clásico 
planteamiento de John Rawls, para quien las libertades básicas incluyen el acceso a los ingresos 
y a la riqueza así como a la autoestima. En sus dos principios de justicia establece la necesidad 
de dar un mayor beneficio para los miembros menos aventajados de la sociedad, para que 
prevalezca la equidad. (p.42) 
 

Aun cuando teorías como la de Rawls avanzan significativamente en relación a la visión de 
la economía neoclásica, desde una óptica crítica se vislumbra una noción que mantiene el 
gasto social en el campo de la focalización:  

El fundamento conceptual que se invoca para la focalización es la teoría de la justicia de Rawls 
(1971), que plantea el principio de maximizar el bienestar del peor (maximin), y Amartya Sen 
al señalar que se debe dar trata- miento preferente a los más débiles para garantizar la igualdad, 
a lo que agrega igualdad de oportunidades. De acuerdo con esto los subsidios se deben focalizar 
hacia quienes están en una situación peor. (Giraldo, 2007, p.145) 

 
¿Basta igualar los puntos de partida para lograr verdaderas transformaciones sociales? En 
concordancia con la crítica de Dubet (2011) a la igualdad de oportunidades, en múltiples 
elaboraciones académicas se demuestra cómo no permite transformar las relaciones sociales 
que reproducen la exclusión y la desigualdad. Para Sandel (2020) el igualamiento de algunas 
variables no implica necesariamente el igualamiento de oportunidades, además, hay ventajas 
que resultan difíciles de igualar, es decir, incluso con el campo “igualado” para las partes en 
disputa, siempre habrá desbalances persistentes que harán que el juego no sea del todo justo. 
También es cuestionable que el modelo de igualdad de oportunidades excluya a quienes no 
ganen, lo que conlleva a que no se aborde la desigualdad de frente, más bien se asume un 
planteamiento de competencia en el que el más débil perece.  
 
Bajo la lógica meritocrática individualista, el culpable de la desigualdad es el ciudadano 
incompetente, pues al no esforzarse no ve retribución, si lo hiciera, obtendría beneficios. En 



 

 14 

este modelo, la pobreza, desigualdad, o cualquier condición que limite posibilidades de 
participar en la contienda del bienestar, es fácilmente sobrepasada con la asignación de 
transferencias monetarias, el acceso a educación a quien se haga merecedor de un cupo (sin 
importar su tipo y las condiciones en la que se acceda), o el igualamiento que corresponda, 
claro, en su expresión más precaria. 
 
Bajo una lógica mucho más ambiciosa, para Fraser la justicia supone redistribución y 
reconocimiento. Para alcanzar la justicia en la distribución se deberá transformar la estructura 
económica, mientras que en reconocimiento se necesitaría de un cambio cultural y simbólico. 
El resultado de los procesos sociales en ambos campos llevará a que se hayan solidificado 
tipos de relaciones con los medios de producción y de empleo, producto de esto, aumentará 
el tamaño de las clases populares o las clases medias. De igual manera, se establecerá lo que 
es deseable o no en términos de proyecto de vida y las elecciones en relación con la identidad 
se relacionarán con un status determinado. En la Tabla 2 se presentan las dos dimensiones de 
la justicia abordadas por Fraser (1997) y el escenario de acción política en términos de 
afirmación y la transformación introducido por Mora (2019). 
 
Tabla 2. Afirmación, transformación y relaciones sociales. 

 
Fuente: Elaboración de Mora (2019) con base en Fraser (1997). 

 
Tanto distribución como reconocimiento resultarían parámetros demasiado exigentes para 
quienes ven en el gasto social un riesgo y no la base de la garantía de derechos. En la 
actualidad la lucha por los derechos se ha centrado en acciones afirmativas, encontrando 
barreras difíciles de superar. Incluso con los límites de la afirmación, la lógica del Estado 
liberal benefactor supera en términos aspiracionales frente a los derechos, a la visión 
neoclásica en la que cada uno debe conformarse con lo que se merece.  
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Para Van Parijs (2003) la noción de justicia está atravesada por cuatro convicciones 
fundamentales. En primer lugar, la neutralidad supone abandonar posturas maniqueas, debe 
haber un alejamiento de preferencias sobre uno u otro modelo de vida.  Las tres convicciones 
restantes esbozan un estándar alto para cualquier sociedad, consisten en que haya intención 
de igualar en las posibilidades provistas a cada individuo, contrarrestando incluso distintas 
formas de discriminación y factores determinados por el azar, como los talentos. Van Parijs 
entiende que la justicia supone: “(…) la maximización sostenible de lo que se puede dar a 
aquel que tiene menos” (p.14), siendo aceptable únicamente la desigualdad que contribuya a 
beneficiar a los menos favorecidos.  
 
En este trabajo, se plantea una noción de justicia en la que los derechos son el fundamento, 
no un obstáculo para la tan anhelada sostenibilidad fiscal. Además, se cuestiona la regla fiscal 
como un elemento que perpetúa las relaciones sociales de exclusión y desigualdad mediante 
la limitación del gasto social, en un escenario de eliminación permanente de toda forma no 
mercantil de satisfacción de las necesidades. La garantía de derechos (con pretensión 
universal y sin clausulas) como parámetro fundamental, antepuesto sobre la obsesión por el 
pago de la deuda, resulta el criterio de justicia más cercano a la posibilidad de auto realización 
del ser humano.  

3. Cursos de acción en contexto de pandemia 

3.1. Política social  

Durante el siglo XIX los Estalos liberales orientados a la vida, la libertad y la propiedad 
enfrentaron nuevos desafíos:  “(…) en el contexto de la revolución industrial y el desarrollo 
de la producción capitalista, se vieron enfrentados a una serie de problemas sociales 
principalmente vinculados a la precarización de algunos sectores de la sociedad” (Olmos y 
Silva, 2011, p.3). Una primera respuesta desde la sociedad civil fue la caridad de la iglesia, 
acción que incomodó a los protectores del libre mercado, quienes creían que los más 
necesitados debían vincularse al mercado laboral como fuera. Desde el nivel Estatal la 
reacción más notable fue la del canciller alemán Otto Von Bismarck por medio de leyes 
sociales que contenían seguros contra enfermedad, invalidez, accidentes de Trabajo y la 
vejez. Un recorrido histórico por los temas centrales de la cuestión social pone a la 
desigualdad en un primer momento, siguieron el trabajo, la protección social, la calidad de 
vida y actualmente de los modos de vida.  
 
En adelante, surgieron respuestas con mayores o menores niveles des-desmercantilización y 
des-familiarización. Cada respuesta estatal se dio de forma diferencial en cada país y región 
de acuerdo con los elementos priorizados. Con base en la clasificación de Esping-Andersen 
(1993), se pueden distinguir tres grandes modelos: Liberal (anglosajón), de carácter residual 
en la provisión del bienestar, en el cual el ámbito para formación del bienestar es el mercado 
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bajo la lógica asistencial de la focalización y el principio de individualización; Conservador 
(continental), cercano a lógica Bismarckiana de asegurar riesgos es un modelo corporativo, 
estatista y familiarista, en el que el ámbito para la producción de bienestar es la familia; 
Socialdemócrata (escandinavo): basado en la desmercantilización, el ámbito para la 
formación del bienestar es el Estado, universalización de derechos sociales, la fundado en la 
democracia y el principio de ciudadanía.  
 
Las respuestas planteadas en el campo de las ciencias sociales contemporáneas a la cuestión 
social van desde las transferencias monetarias hasta la renta básica universal. A inicios de la 
primera década del siglo XXI hubo un énfasis notorio en la asistencia social y la forma en la 
que se materializó la inclinación por el segundo componente fueron las transferencias 
directas. Las transferencias monetarias buscan disminuir y erradicar la pobreza la largo y 
corto plazo. Buscan también aumentar los niveles de consumo a corto plazo y a largo plazo 
incrementar el capital humano. Se dan dos procesos: la focalización, que se centra en los 
pobres y vulnerables y la condicionalidad, donde se imponen requisitos para transferir el 
dinero. La condicionalidad puede ser blanda o fuerte, esto varía en función de las 
restricciones impuestas para la recepción del ingreso, al final, se busca que quien recibe el 
dinero genere una suerte de mérito. Cuando se imponen condicionalidades se evalúan 
variables de salud, educación y nutrición. Sobre este punto, es importante aclarar que, si bien 
los indicadores de pobreza, consumo, desnutrición, etc, permiten medir el cambio social, en 
ningún caso pueden ser entendidos como criterios objetivos puros cuya dinámica deba 
reafirmar el curso de acciones sin que se cuestione, por ejemplo, sobre la posibilidad de 
transformación social en términos de reconocimiento y redistribución. 
 
Por otro lado, la política social guarda una estrecha relación a los procesos de acumulación 
de capital y desarrollo económico (Vilas, 2019). Luego del auge del neoliberalismo en la 
década del noventa, actualmente se cuestiona su incapacidad de superar la pobreza, la 
exclusión y por aumentar la desigualdad social. Sin embargo, con la crisis del 2008 quedó 
demostrado que los estados siguen llevando el timón y aunque es difícil que el Estado de 
Bienestar vuelva, es improbable que los derechos políticos y civiles desaparezcan.  
 
Como se evidencia en la figura 1, Estados con una inclinación hacia el “Estado de bienestar” 
como Noruega, Finlandia o Suecia cuentan con menores niveles de desigualdad y pobreza, 
mientras Estados con inclinación hacia un modelo liberal/conservador de política social 
como Estados unidos y Corea del Sur resultan más desiguales.  
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Figura 1. Estado Benefactor e índice sintético de la inequidad-pobreza 

 
Fuente: Dubet, F. (2011). Repensar la justicia social. Contra el mito de la igualdad de 

oportunidades. Buenos Aires: Siglo XXI. 
 
En contraste con la tendencia imperante el América Latina, en países en los que se ha 
procurado implementar “Estados de bienestar” se opta por sistemas de tendencia universal, 
es decir, en los que todas y todos tienen derecho a acceder al bienestar y la garantía de 
derechos más allá de su posición de capital o ingresos. Por ejemplo, de acuerdo con 
Sønneland (2014, p.19) “El modelo noruego está basado en una alta participación en el 
mercado laboral, y el Estado de bienestar se financia a través de impuestos”. En modelos 
como el noruego las transferencias no son condicionadas o no condicionada, en cambio, se 
hacen grandes transferencias de presupuesto estatal hacia seguros sociales y servicios que 
ofrecen garantías universales a la población. 
 

3.2. Programa Ingreso Solidario 

 
En América Latina es posible identificar que: “La estrategia de protección social impulsada 
en lo corrido del siglo XXI consistió́ en la puesta en marcha de programas de transferencias 
monetarias condicionadas acompañadas de aumentos sostenidos del gasto público social” 
(Otálvaro Marín, 2020, p.78). Gonzáles García (2022) expone en el siguiente párrafo un 
resumen completo de la actualidad de los PTMC en Colombia hasta el final del Gobierno 
Duque: 
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Sin decir que los programas de transferencias monetarias condicionadas representen en su 
totalidad a la política social en el país, sí es legítimo afirmar que este tipo de programas se 
consolidaron como el eje articulador de la política social desde su llegada por los años 2000, 
hasta la actualidad. El ecosistema de transferencias monetarias condicionadas en el país se 
encuentra integrado por cuatro programas: jóvenes en acción, dirigido a jóvenes entre 14 y 28 
años de edad en condiciones de pobreza y vulnerabilidad. El dinero opera como complemento 
monetario para sus procesos de formación técnica, tecnológica y/o profesional con el propósito 
de mejorar sus capacidades y oportunidades de movilidad social y fortalecimiento de capital 
humano. Su cobertura está en 1.300.000 jóvenes; el segundo programa de transferencias se 
denomina protección al adulto mayor, su cobertura está en 1.700.000 personas de la tercera 
edad, el objetivo es aumentar la protección a los adultos mayores que se encuentran en 
condición de vulnerabilidad, pobreza o pobreza extrema, a través de la entrega de un subsidio 
económico; el tercer programa se creó debido a la pandemia, se denomina ingreso solidario es 
un apoyo económico del Gobierno nacional a hogares en condición de pobreza, pobreza 
extrema y en condición de vulnerabilidad económica, cuyo fin es mitigar en esa población los 
impactos derivados de la emergencia causada por el covid-19, su cobertura a comienzos del 
2021 estaba en 3.000.000 de hogares receptores; finalmente el cuarto programa -el más antiguo 
de todos-, es Más familias en acción y es en el cual se centra el presente artículo de 
investigación, su cobertura alcanza los 3.500.000 receptores. Así las cosas, alrededor de 10 
millones de hogares reciben dinero de este tipo de programas sociales en el país. 

 
A propósito de este tipo de programas, tal como propone Giraldo (2018), se debe señalar que 
se suscriben en el conjunto de medidas que han sido tomadas y profundizadas, entre otras 
cosas, por las consecuencias directas de la desalarización y la precarización del trabajo. Junto 
con programas de emprendimiento y microcrédito hacen que el gasto público aumente en 
contravía de intereses neoliberales que también llevaron a la desalarización y precarización 
del trabajo. 
 
La implementación de programas de transferencias monetarias condicionadas y no 
condicionadas responde a la tendencia por focalizar el gasto público, orilla contraria a la 
universalización, a propósito de la primera, Home Arias (2012) define las políticas de 
focalización así:  

(…) las políticas de focalización (o asistencialismo) son un conjunto de mecanismos para 
transferir de bienes y servicios a los “pobres”; es decir, aquellos individuos o grupos de la 
sociedad que presentan dificultades específicas para acceder a las condiciones de vida básicas 
garantizadas por las políticas universales. (p.106) 
 

José Antonio Ocampo, ministro de Hacienda del Gobierno Nacional (vigencia 2022) 
designado por el presidente de Colombia Gustavo Petro (2022-2026) y uno de los 
economistas colombianos más reputados plantea que: “La focalización debe considerarse un 
instrumento para que los servicios sociales tengan una cobertura universal y no como un 
sustituto de la universalidad” (Ocampo, J.A., 2000, pp. 14-26. Citado en Home Arias, 2012).  
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El Programa Ingreso Solidario fue la principal bandera del Gobierno Nacional (2018-2022) 
en respuesta a la pandemia, su creación y finalización se da en el marco del Gobierno Duque. 
De acuerdo con Daniel Gómez (2021), subdirector general Sectorial del Departamento 
Nacional de Planeación de 2019 a 2022, el Programa Ingreso Solidario se creó como 
respuesta a la crisis económica y social generada por la pandemia del Virus Covid-19.  
 
Los grupos poblacionales que se buscó impactar fueron los comprendidos bajo la 
clasificación de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad. Si bien el programa se presenta 
como no condicionado, se debe decir que se establecen condiciones de elegibilidad, por 
ejemplo, el grupo familiar que reciba la transferencia no puede estar incluido en ningún otro 
programa de transferencia (familias en Acción, Colombia Mayor, etc). Con tal criterio, la 
meta de familias fue de 3 millones. Inicialmente se propuso transferir un total de 480.000 
pesos colombianos en tres transferencias durante la pandemia. En resumen, los criterios de 
focalización fueron los siguientes (Imagen 1):  
 
Imagen 1. Criterios de Focalización del programa Ingreso Solidario 

 
Fuente: Manual Programa Ingreso Solidario (2022). Prosperidad Social. GIT Ingreso Solidario. 
 
Al momento del lanzamiento y durante su implementación el programa fue presentado como 
una estrategia “expedita e innovadora”. Del grupo de elegibles, se identificaron dos grupos 
según su relación con el sistema bancario: quienes ya tenían una cuenta bancaria, quienes no 
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tenían una cuenta (que fueron notificados por medio de mensaje de texto e invitados a crear 
una cuenta en los medios sugeridos). 
 
Las personas beneficiarias del Programa Ingreso Solidario aumentaron en más de medio 
millón tan solo un año y medio después de su inicio de operación. Como se observa en la 
imagen 2, a mediados de 2022 la población beneficiaria de este programa representaba el 
40% (3.6 millones) del total de población beneficiaria de programas de transferencias 
monetarias. Las medidas introducidas como respuesta a la crisis cubrieron rápidamente 6 
millones de personas nuevas bajo el manto de las transferencias. Claro está, se proyectó desde 
el inicio la desaparición de esta cifra en tanto la crisis fuera superada.  
 
Imagen 2. Histórico de beneficiarios de los programas de transferencias monetarias en el 
periodo 2018 (enero) – 2022 (junio) 

 
Fuente: Elaboración de la Dirección Técnica del Comité Autónomo de la Regla Fiscal (2022) con 
base en datos del Departamento Nacional de Planeación (2022) y registros administrativos del 
Departamento de Prosperidad Social (2022). 
 
Sobre el grupo de personas no beneficiarias, además de las personas que ya recibían una 
transferencia monetaria, se encuentran millones de personas pertenecientes a una frágil clase 
media que tuvieron que detener sus actividades económicas o fueron despedidas. Este enorme 
grupo de personas, cuyo cálculo exacto no se encuentra con facilidad, no recibieron ayudas 
monetarias por parte del gobierno y fueron dejados a su suerte a razón de no pertenecer a 
ningún grupo de Sisbén. La orientación hacia la superación de líneas de pobreza mediante 
transferencias y el abandono a la opción de la garantía de derechos tuvo como efecto que 
todo aquel que no fuera lo suficientemente pobre tuviera que arreglárselas por su cuenta. 
Sobre este último aspecto se profundizará más adelante 
 
En la página oficial de la entidad que lideró la implementación del programa (Prosperidad 
Social5) se informa que finalizó en diciembre de 2022, según lo establecido por la ley 2155 

 
5 En la página web oficial de la entidad se establece la siguiente definición de la misión: “Prosperidad Social es la entidad 
del Gobierno Nacional y líder del sector de Inclusión Social y Reconciliación, responsable de la formulación, coordinación, 
implementación y evaluación de políticas públicas que contribuyen a la justicia social, económica y ambiental para la 
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El Cuadro 2 muestra el histórico de los beneficiarios de los distintos programas. Esto muestra el 
crecimiento de los programas a través del tiempo, donde Familias en Acción tuvo una reducción de 
hogares beneficiarios luego del 2018, que volvió a crecer en 2022. Por su parte, el programa de Jóvenes 
en Acción cada vez tiene más beneficiarios, triplicando los beneficiarios que existían prepandemia. El 
Cuadro también muestra la inclusión de 3 más de millones de hogares con Ingreso Solidario, reforzando 
la cobertura de los programas de transferencia. Sin embargo, muchos de estos hogares reciben múltiples 
transferencias pues estos no son excluyentes. Este análisis se profundizará en la siguiente sección. 

Cuadro 2. Histórico de beneficiarios de los programas. 2018-2022 

Programa 
Monto Promedio Beneficiarios 

2018 2019 2020 2021 2022* 

Familias en Acción $145.000 2.408.481 2.301.937 2.244.348 2.128.960 2.633.598 

Jóvenes en Acción $356.000 167.050 233.023 428.779 518.464 704.716 

Colombia Mayor $80.000 1.528.462 1.678.586 1.725.221 1.714.995 1.737.415 

Devolución IVA $40.000 - - 987.228 2.000.000 2.000.000 
Ingreso Solidario $210.000 - - 2.943.527 3.039.849 3.649.269 

Total 4.103.993 4.213.546 8.329.103 9.402.268 10.724.998 
*Con corte a 1 de junio de 2022.  

Fuente: DNP 2022 con base en registros administrativos del DPS 
 
 

3. Evaluación del gasto 
 
La ejecución de los programas de transferencias monetarias, evaluados en este documento, la realiza el 
Departamento para la Prosperidad Social (DPS). Esta entidad, creada en el 2012, ha sido la mayor 
ejecutora del gasto social en el país. En esta sección se realizará una descripción general del presupuesto 
del DPS, la relación de este con los programas sociales y finalmente se analizará la eficiencia presupuestal 
de los mismos. De la evaluación del gasto realizada se encuentra que el Programa Ingreso Solidario tiene 
una mayor eficiencia presupuestal que los demás, lo anterior se explica por un menor costo de entrega 
de las transferencias monetarias el cual se explica por el avance tecnológico y la profundización financiera 
impulsados para responder a la pandemia. 
 

3.1. Presupuesto del DPS (2012 – 2022) 
 
La institucionalidad del sector social en Colombia ha tenido una gran transformación en los últimos años, 
debido principalmente a la Ley 1448 de 2011, más conocida como la Ley de Víctimas. El artículo 170 de 
esta Ley ordenó la transformación de la entonces llamada Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional a un departamento administrativo que ejerza como organismo principal del 
sector inclusión social y reconciliación. Tomando en cuenta este artículo, por medio del Decreto 4155 de 
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de 2021. Con la finalización de Ingreso Solidario se propuso el inicio del programa Renta 
Ciudadana en el Gobierno de Gustavo Petro, los términos de la directora de Prosperidad 
Social para referirse a la estrategia son los siguientes (abril 29 de 2023): “Este gobierno 
entiende que con una transferencia económica no se supera del todo la situación de pobreza 
y vulnerabilidad. Por eso, el enfoque que estamos aplicando en Tránsito a Renta Ciudadana 
es de garantía de derechos fundamentales para los beneficiarios”. Con lo anterior, se hace 
clara la separación de nociones sobre los alcances y limitaciones de los PTMC, mientras para 
un gobierno resultaban ser la respuesta definitiva a la crisis, para el nuevo gobierno son sólo 
una medida provisional que no responde a la complejidad del problema económico social 
que ha perdurado por décadas en el país. 
 
Los principales efectos del Programa Ingreso Solidario consistieron en (1) incremento en el 
consumo de alimentos en hogares que tuvieron pérdidad de ingresos, (2) incremento del gasto 
de los hogares en lo relacionado a escolaridad de niños, niñas y adolescentes e (3) incremento 
de la probabilidad de que al menos un miembro de la familia contara con un producto 
bancario (Comité Autónomo de la Regla Fiscal, 2022). Las proyecciones presentadas en el 
informe de la Defensoría del Pueblo “Derecho al mínimo vital y políticas públicas de 
transferencias monetarias 2020-2021”  (2022) muestran como después de aplicar Ingreso 
Solidario la pobreza monetaria reducía 1,1% (de 52,1% a 51%). Sobre el efecto en la 
reducción de la pobreza queda claro que no se logran impactos significativos, el Programa 
otorga a las familias beneficiarias un dinero que podrá asegurar la supervivencia siempre que 
se perciban ingresoas adicionales, quedando la responsabilidad en los beneficiarios, quienes 
deberán encontrar una forma de vencer el desempleo y los impedimentos para realizar su 
actividad económica acostumbrada. 
 
La conclusión del análisis producido por Gallego et al (2021) para el BID se conecta 
necesariamente con elementos del diseño del Programa, pues se buscó llegar especialmente 
a hogares pobres, que son así clasificados de acuerdo con metodologías propias del Banco 
Mundial, por ejemplo, para el caso de la pobreza extrema y la pobreza como clasificaciones 
es fundamental el cálculo de la relación entre el monto monetario y la posibilidad de consumir 
más de 2000 calorías diarias. 

(…) a medida que los hogares afrontaron choques laborales más severos, el programa fue más 
efectivo en atenuar las caídas en los ingresos y las consecuencias de dichas caídas en los niveles 
de consumo de alimentos. A pesar de que no encontramos efectos significativos en el nivel de 
consumo sobre toda la muestra, el programa sí    tuvo impactos positivos sobre el consumo de 
alimentos en la submuestra de hogares perdieron sus fuentes de ingresos durante la pandemia. 
(p.48) 
 

 
construcción de la Paz Total; mediante la atención con enfoque diferencial a la población en situación de pobreza y de 
vulnerabilidad”. 
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El programa no buscó la garantía de derechos bajo parámetros estrictos, más bien la elusión 
del tránsito de un grupo poblacional de una clasificación a otra (de pobreza a pobreza 
extrema). Como se verá adelante, esto resulta una demostración clara del carácter optativo 
del que parten este tipo de programas, distinto del carácter obligatorio y vinculante del que 
parte el enfoque de derechos. Con el programa Ingreso Solidario, se dejó en manos de los 
ciudadanos la gestión de sus derechos. 
 
Las expectativas con el Programa eran mucho más grandes que su alcance. Pensar en que la 
transferencia del programa permitirá garantizar el derecho a la alimentación, la vivienda 
digna y el acceso a servicios públicos es cómo mínimo ambicioso. En el marco de la 
pandemia, la Sentencia C-174 de 2020 de la Corte Constitucional de Colombia estableció 
que:  

(…) el Estado colombiano debe adoptar medidas especiales de protección, garantizando, 
primero, que estas se extiendan a todas las personas en situación de pobreza extrema, pobreza 
y vulnerabilidad económica, y segundo, que el soporte monetario permita la satisfacción de 
las necesidades alimentarias, de vivienda digna y de acceso a servicios públicos, incluido 
internet. (…) Desde esta perspectiva, el Programa Ingreso Solidario debe extenderse, al 
menos, a todos los grupos poblacionales descritos, y debe garantizar el derecho a la 
alimentación, el derecho a la vivienda digna y el acceso a los servicios públicos. 

 
El foco de atención en materia de derechos al momento de lanzar el programa fue el derecho 
fundamental al Mínimo Vital. El objetivo del programa, contenido en el Manual del 
Programa elaborado por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, es el 
siguiente:  

Contrarrestar los efectos negativos económicos y sociales de la emergencia sanitaria 
ocasionada por la pandemia de COVID-19, en los hogares en situación de pobreza y 
vulnerabilidad, que no sean beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección 
Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor o Jóvenes en Acción, contribuyendo a solventar su 
mínimo vital con la entrega de un subsidio monetario. (p.26, 2022). 
 

Uno de los objetivos específicos del programa insiste en el mínimo vital: “Complementar los 
ingresos de hogares en pobreza y vulnerabilidad vinculados al programa para el acceso de 
alimentos, bienes y servicios, básicos para solventar su mínimo vital” (p.26, 2022). De lo 
anterior, resulta llamativo que se busque “complementar ingresos” preexistentes en un 
contexto en el que, como fue mencionado anteriormente, los ingresos de miles de 
trabajadores de la economía popular descendieron a cero en el periodo de aislamiento. 
 
En “Evolución de las transferencias monetarias en Colombia” (Acosta et al, 2023) 
investigadores del Banco de la República se plantean algunas de las virtudes de las 
transferencias monetarias (condicionadas y no condicionadas). Se establece que estas 
generan impactos positivos sobre diferentes indicadores sociales y se recogen resultados de 
evaluaciones de impacto por programa. En el texto no son mencionadas siquiera una vez las 
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palabras “derecho” y “derechos”. Se propone que, tomando en consideración los resultados 
positivos y adecuada infraestructura de los programas de protección social actuales, basta 
con revisar oportunidades de mejora en cuatro componentes clave: cohesión, 
condicionalidad, focalización y operatividad. Así, se plantea como improbable la 
formulación de otro tipo de propuesta de programas de carácter universal: “Las condiciones 
del país, con altos niveles de pobreza, retos de información y limitaciones presupuestarias, 
dejan poco espacio para una discusión sobre una renta básica universal” (p.34). La sensación 
del lector, cuya preferencia sean los programas con tendencia garantista y universal, 
probablemente pase por la de recibir una invitación de parte del Banco de la República a 
“construir sobre lo construído”, seguir la línea de buscar impactos (aunque estos sean 
modestos) en indicadores y abandonar el debate sobre la garantía efectiva de derechos. 
 
Incluso si se fija la mirada en la pobreza monetaria y se analiza el impacto de los programas 
de transferencias durante la pandemia bajo modelos econométricos, será posible ilustrar que 
el efecto fue insignificante:  

Los resultados econométricos sugieren que, durante el periodo de pandemia, los efectos 
marginales de la educación y los ingresos no laborales no tuvieron cambios significativos. El 
efecto interacción estimado fue nulo. Sin embargo, en el caso de las ayudas externas, el efecto 
marginal pasó de -0,02 a -0,01 -efecto interacción estimado de 0,01-. Es decir, las ayudas 
externas redujeron la pobreza durante la pandemia, pero a un ritmo decreciente. En el caso de 
las ciudades, el efecto marginal de las ayudas externas sobre la probabilidad de que el hogar 
sea pobre para el 2021, sigue siendo negativo y presenta pocas variaciones respecto de su valor 
en el 2019. En ciudades como Cúcuta, Montería, Villavicencio, Cali y Pereira, el efecto 
marginal aumentó levemente. En las otras ciudades no se reportó ningún incremento en el 
efecto marginal. (Ariza, Saldarriaga y Retajac, 2023, p.16) 

 
El Programa no tuvo efectos importantes sobre el empleo, más allá de afectar positivamente 
la intención de buscar trabajo. Irónicamente, el discreto efecto del Programa es resumido 
así por el Comité Autónomo de la Regla Fiscal:  

El programa no impactó el mercado laboral después de 1 año y se encontró que los hogares  
beneficiarios del programa están en promedio más enfocados en la búsqueda de empleo. El 
programa incrementó el gasto de los hogares en material escolar y se incrementó la 
probabilidad de que algún miembro del hogar haya abierto una cuenta bancaria nueva. Por 
último, se aumentó la sensación de presencia del Estado en regiones remotas y la información 
para el diseño de políticas públicas. (…) En materia laboral, se encuentra que Ingreso 
Solidario no tiene impacto sobre el empleo ni tampoco sobre el número de horas trabajadas. 
(…). (Comité Autónomo de la Reglas Fiscal, 2022. pp.14-15). 
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3.3. Respuesta a la crisis 

 
Durante la pandemia de COVID-19, muchos países adoptaron medidas nuevas para mitigar 
las consecuencias económicas y sociales de la pandemia. La proporción del PIB invertida, la 
conducta fiscal y la respuesta en materia de gasto social varió en cada caso. Aun así, se 
pueden establecer patrones de conducta por región para los tres escenarios. Para 2020 las 
principales preocupaciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público de Colombia eran 
las siguientes: descenso de los precios internacionales del petróleo, la suspensión del grueso 
de actividades económicas y los requerimientos para el funcionamiento del sector salud. Este 
año quedó claro que se debía aumentar el gasto considerablemente para contrarrestar los 
efectos de la pandemia, aunque se partía del reconocimiento de la incapacidad de incurrir en 
políticas contra cíclicas por las condiciones financieras internacionales. En este punto se 
contaba con fuentes de liquidez representadas en el Fondo de Ahorro y Estabilización (12 
billones aprox) y aportes al FONPET (2,7 billones aprox), por otro lado, fuentes de capital 
activos líquidos y otros activos (4 billones aprox) junto con una capacidad máxima de 
otorgamiento de garantías cercana a los 50 billones de pesos (Vera y Romero, 2020). 
 
Se definió una ruta que prometía evitar la necesidad de fuentes adicionales de financiamiento 
como el aumento de la actividad en los títulos de tesorería. En todo caso, la sostenibilidad de 
la política fiscal fue el criterio a tener en cuenta en el grueso de análisis y propuestas 
gubernamentales. Los principales usos planteados por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público en 2020 fueron los siguientes6: 

- Prevención, contención y mitigación de los efectos en salud por la pandemia. 
- Promoción de líneas de crédito y garantías para que la micro, pequeña y mediana 

empresa, y los hogares mantengan sanas sus relaciones crediticias. 
- Habilitar canales de transferencias monetarias para población vulnerable. 
- Reducción de aranceles de productos del sector salud. 

 
En medio del aumento de la mortalidad y la exposición de la crisis generada por la pandemia, 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público solicitó al Comité Consultivo de la Regla Fiscal 
la suspensión de la regla fiscal, medida que fue aprobada atendiendo a las cláusulas de escape. 
En realidad, este tipo de medidas “salvavidas” fueron aplicadas en casi todos los países (tabla 
3). 
 

 
6 Información presentada en el “Informe Especial: Reacción al coronavirus Declaración de Emergencia 
Económica y medidas adoptadas” (Vera y Romero, 2020), con base en información del Ministerio de 
Hacienda. 
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Tabla 3. Decisiones de países sobre la suspensión de reglas fiscales en atención a la 
emergencia del COVID-19 

 
Fuente: Elaboración de Ministerio de Hacienda y Crédito Público con base en FMI (2020) “Reglas 
fiscales, cláusulas de escape y shocks de gran magnitud”. 
 
Sobre la suspensión de reglas fiscales Cetrángolo, Morán y Calligaro (2022) proponen un 
análisis que toma en cuenta cuatro tipos de reglas en países latinoamericanos. Los cuatro 
tipos son: de gasto, balance, deuda e ingreso. Sobre esta base, clasifican a Colombia y Chile 
en el segundo grupo (regla de balance estructural), los demás países cuentan con uno o más 
tipos de reglas en su modelo de política fiscal. Sobre las respuestas en materia de regla fiscal, 
salvo los casos de Argentina y Ecuador (países que tuvieron que asumir restricciones más 
exigentes producto de acuerdos previos con organismos internacionales), se pudo comprobar 
tres tipos de respuesta en esta materia: uso de cláusulas de escape contempladas por la regla, 
suspensión temporal de la regla vigente (es el caso de Colombia) y ajustes/reformulaciones 
de parámetros macro fiscales. Más allá de las particularidades de cada caso, el camino 
seguido por Colombia se asemeja al de sus vecinos.  
 
Como se planteó al inicio de esta sección, una de las medidas del sector hacienda consistió 
en  “habilitar canales de transferencias monetarias para población vulnerable”, pues bien, el 
programa Ingreso Solidario fue el centro de esta iniciativa, los demás programas de 
transferencias ya existían y no sufrieron mayores modificaciones. En este caso también es 
posible encontrar líneas de continuidad en relación a las respuestas de los países de la región, 
en el caso colombiano la implementación de programas de transferencias era predecible. 
 
En el caso de la respuesta colombiana a la crisis destaca un elemento que resulta 
desafortunado dese una mirada crítica y que puede suponer un “hito” para la derecha 
colombiana. La Ley 2155 de 2021 “Ley de Inversión Social”, se nombró de este modo en 
continuidad con el discurso que para ese momento promulgaba el Gobierno Nacional. La 
intención fue mostrar una cara benévola, pero al mismo tiempo restringir gasto. En concreto, 
además de definir metas en relación con el balance estructural, se crea el Comité Autónomo 

Muchos países han suspendido sus Reglas Fiscales en atención 
a la emergencia del COVID-19

FMI (2020). Reglas fiscales, 
cláusulas de escape y shocks de 
gran magnitud: 

“(…), las reglas fiscales deben ser 
lo suficientemente flexibles para 
hacer frente a shocks económicos 
inesperados o de otro tipo de 
gran magnitud …”.

Fuente: FMI. Reglas fiscales, cláusulas de escape y shocks de gran magnitud, y reportes Fitch.
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de la Regla Fiscal reemplazando al Comité Consultivo. Hasta este punto todo parece normal, 
sin embargo, lejos de buscar mayores niveles de gasto y avanzar en un sentido progrevivo, 
se buscó privilegiar a los más aventajados, a continuación se listan consideraciones críticas 
sobre esta legislación desde la óptica de Espitia y Garay (2021):  

- No se penaliza a los evasores de impuestos, por el contrario, se les dan facilidades: 
“(…) se crea el “impuesto complementario de normalización tributaria” con una tarifa 
del 17% para todos aquellos contribuyentes que dispongan de activos omitidos o 
pasivos inexistentes”. 

- Se aumenta la tarifa nominal sobre el impuesto de renta al 35% mientras se mantienen 
los beneficios tributarios relacionados a los  Ingresos No Constitutivos de Renta, las 
Rentas Exentas y los descuentos tributarios. 

- No se grava el patrimonio de las 40.000 personas que pertenecen al 1% y al 1 x 1.000 
más rico del país. 

- No se aumenta la tarifa de tributación a las sucesiones, donaciones y ganancias 
ocasionales. 

 
La inclinación por las reformas fiscales sutiles frente al capital mantiene el rumbo del papel 
del Estado en relación con los derechos. Se mantiene la baja tributación, se protege a los más 
ricos bajo la excusa de la reactivación económica y se centra la atención en alternativas de 
gasto residuales y mal diseñadas. En contexto de restricciones vía política fiscal lo que indica 
el manual neoliberal es la implementación de más transferencias, en contextos como el 
noruego con alta presión fiscal (38,9%) se proporciona bienestar universal por medio de 
sistemas robustos de protección social y se está preparado ante la crisis con un modelo que 
es más eficaz en la protección de derechos.   
 
En relación con lo anterior, resulta que el efecto de la regla en el largo plazo se ve reflejado 
en la imposibilidad de llegar a cambios estructurales en campos como la educación o el 
trabajo. Se plantea un camino en el que la improvisación por medio de programas es la única 
opción. Por ejemplo, en el caso de la educación superior y el trabajo se asumen medidas 
estériles en términos de garantía efectiva de derechos. La experiencia reciente consiste en 
programas como “Ser Pilo Paga” o “Generación E” para atender la demanda de acceso a la 
educación superior, sin importar que se desfinancie la educación pública mientras se financie 
la privada y se debilite la oferta pública. Ante la preocupación por el cese del grueso de 
actividades económicas se lanza “Ingreso Solidario”. En ambos casos, los resultados se 
conectan en las apenas aceptables tasas de cobertura y la presentación de resultados 
sobredimensionada. El modelo propuesto en este trabajo se aleja de “programas” y se centra 
en transformaciones que conduzcan a realidades benefactoras y menos excluyentes, con el 
pleno empleo como eje orientador de las políticas de empleo y la educación pública universal 
como meta. 
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La pandemia del virus COVID 19 evidenció como nunca la distancia entre modelos de 
política fiscal y política social de países nórdicos y países latinoamericanos. Mientras en 
países como Noruega, con estructuras tributarias progresivas basadas en impuestos directos, 
se continuo por la línea de la garantía real de derechos, en países como Colombia, con una 
estructura tributaria alimentada por tímidos impuestos al capital, se presentaron programas 
de transferencias cuya evaluación desde diferentes perspectivas permite calificarles como 
inocuos. En contextos en los que el Estado de bienestar ha implantado altos niveles de calidad 
de vida a lo largo de la historia, no es necesario transferir montos para asegurar la ingesta de 
un mínimo de calorías/día. La discusión, en efecto, no debe situarse sobre las alternativas 
procíclicas (Programa Ingreso Solidario) provenientes desde el sector hacienda bajo la 
obsesión por la sostenibilidad y el balance, por el contrario, se debe apuntar a la construcción 
de alternativas en las que los derechos sean el fundamento y se procure la realización plena 
del ser humano. Lo anterior, siendo imposible de alcanzar sin tomar el camino de la política 
fiscal contra cíclica, la reformulación de la estructura tributaria y la opción por el pleno 
empleo mediante políticas vinculantes que nos acerquen la extinción de la desocupación 
involuntaria.  

4.  Análisis crítico  

4.1. Enfoque de derechos  
 
El análisis de políticas públicas consiste en la selección e interpretación de factores, variables 
datos y hechos para lograr explicar los medios y acciones de la política bajo un marco 
conceptual (Roth, 2010). En el ejercicio de análisis también debería tenerse en cuenta el 
proceso de toma de decisiones políticas y acciones emprendidas por las instituciones 
públicas, así como su impacto en la agenda de gobierno. De acuerdo con el enfoque escogido, 
se prestará mayor o menor atención al diseño, formulación, implementación o evaluación.  
 
Parra (2003), retomando la definición de Salazar (1995), define las políticas públicas como: 
“(...) la acción de las autoridades al interior de la sociedad, la cual es transformada a su vez 
en programas gubernamentales. Así, las políticas públicas permiten ver al Estado en 
movimiento, haciendo o dejando de hacer cosas” (p.104). Así mismo, retomando a Roth, 
plantea que hay cuatro condiciones para identificar una política pública: “percepción de 
problemas, definición de objetivos, un proceso, e implicación del gobierno (...)2” (p.104). 
Respecto al análisis de políticas públicas, este es definido como “un método para la 
comprensión de la intersección entre lo político y lo administrativo en torno a las acciones o 
inacciones del Estado respecto a la resolución o manejo de problemas sociales” (p.105).  
 
La corriente predominante desde los orígenes del estudio de las políticas públicas fue la 
positivista. No obstante, se han hecho críticas bajo el argumento de la necesidad de insumos 
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ue vayan más allá de las pruebas empíricas, en ese sentido, bajo la corriente post empirista 
se han generado enfoques basados en argumentos y elementos retóricos. Los enfoques bajo 
la nueva corriente privilegian el papel de las ideas y factores cognitivos. Respecto a la 
aspiración de neutralidad de los enfoques positivistas, esta se niega, en cambio, se entiende 
que todo analista está suscrito en algún paradigma: “(...) dependiendo de la visión del mundo 
del investigador, éste abogará por teorías diferentes, frecuentemente inconmensurables entre 
ellas” (p.70). Ahora bien, cabe resaltar que dada la complejidad del campo de estudio de las 
políticas públicas, una sola teoría no sería capaz de explicar los fenómenos de forma 
satisfactoria. 
 
Los marcos de análisis más reconocidos son los siguientes: secuencial (positivismo); elección 
racional y del Public Choice; Institutional Analysis and Development (IAD); Advocacy 
Coalitions (factores cognitivos); referencial (factores cognitivos); y análisis narrativo de 
Emery Roe (constructivista). Para Roth (2008) existen tres tipos de factores relacionados a 
los marcos de análisis de las políticas públicas:  

El primer tipo de factores corresponde a los factores racionales, es decir, por ejemplo, los 
intereses “materiales” de los actores. Postura que corresponde principalmente a la lógica 
investigativa neopositivista y, eventualmente, post positivista. Una segunda serie de marcos de 
análisis hace énfasis en los factores institucionales o estructurales que influyen en los procesos 
de formación de las políticas públicas, y que fueron revalorizados por la teoría neo institucional. 
Las diferentes vertientes del neo institucionalismo permiten situar esta perspectiva tanto en el 
neopositivismo, el post positivismo o la teoría crítica. Finalmente, un tercer grupo de marcos 
enfatiza en la centralidad de los factores cognitivos o de las ideas. Estos marcos de análisis se 
inspiran en el post positivismo, la teoría crítica y en el constructivismo. Es el marco presentado 
como el de las tres “Ies” (Intereses, Instituciones, Ideas). (p.76) 
 

Roth señala que el nacimiento de nuevos enfoques bajo paradigmas diferentes expone el 
debilitamiento progresivo del positivismo como paradigma dominante. Se ha pasado de 
privilegiar los datos y las evidencias empíricas, a dar paso a factores como los discursos y las 
narrativas de los actores involucrados en los procesos de políticas públicas. La retórica 
sobresale como un arte íntimamente ligado a la democracia, también como una herramienta 
para comunicar ideas, que toma un inmenso valor en escenarios en los que se valora la 
participación ciudadana en la construcción de las políticas públicas. 
 
En resumen, los enfoques para el análisis de las políticas públicas han evolucionado partiendo 
de una orientación positivista hasta llegar a enfoques que rescatan elementos de enfoques 
orientados por diferentes paradigmas. Más allá de la evidente limitación del enfoque 
secuencial, es evidente que el análisis de las políticas públicas requiere que los investigadores 
se aproximen a los problemas de estudio desde una perspectiva de complejidad en la que las 
aspiraciones de objetividad se entiendan como un ideal alejado de la realidad. A su vez, la 
realidad en la que se producen las políticas públicas solo podrá ser estudiada bajo marcos que 
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partan de aceptar sus limitaciones, que reconozcan la necesidad de involucrar diferentes 
enfoques en el análisis de las políticas públicas. Finalmente, las narrativas y los discursos son 
dos factores clave para el estudio de las políticas públicas, mediante enfoques interpretativos 
se pueden descubrir relaciones de poder que invitan a asumir una postura crítica ante la 
realidad observada. 
 
Como campos de estudio de las ciencias sociales, tanto el análisis de políticas públicas como 
los derechos humanos tuvieron su periodo de desarrollo más notable en la segunda mitad del 
Siglo XX. En cambio, el desarrollo de la relación entre ambos campos es reciente y ha 
ocurrido en las dos últimas décadas con mayor intensidad. En la actualidad se siguen 
planteando líneas de discusión y alternativas metodológicas en respuesta a la necesidad de 
poner en práctica un enfoque que hasta el momento parece presentar mayor dificultad 
operativa para el escenario de la gestión pública.  
 
El antecedente más importante que sustenta la necesidad de un enfoque de derechos es la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, aunque para el momento de la 
declaración se gestaba el surgimiento del campo de la “ciencia de las políticas” de la mano 
de Harold D. Lasswell.  A inicios del siglo XXI, en un contexto en el que los enfoques 
interpretativos ya habían ganado campo, la declaración del Milenio de Naciones Unidas del 
año 20007 significó un impulso para la adaptación de las implicaciones del respeto, 
protección y garantía de los derechos en el marco de las políticas públicas. A continuación, 
se esbozan las generalidades del enfoque, así como las alternativas de aplicación para casos 
de estudio como el abordado en este artículo.  
 
El enfoque de derechos busca el restablecimiento de la unidad entre sujeto social y sujeto de 
derecho (Guendel González, 2002). Se persigue la identificación del panorama de aceptación 
social de los derechos en juego, lo que implica no sólo analizar en sentido formal legal si los 
diferentes derechos en disputa llegan o no a materializarse, en palabras de Guendel (2002): 
“El reconocimiento legal de los derechos es necesario, pero no suficiente, se requiere de la 
aceptación social para que sea pleno” (pp.110-111).  
 
Cunill Grau (2010) establece cuál es la principal implicación del enfoque de derechos en 
relación con las políticas públicas:  

Bajo el enfoque de derechos, la reducción de la pobreza pasa a ser considerada una obligación 
legal más que una caridad o una obligación moral (ídem), y la propia protección social 

 
7 Esto se acompaña de los tratados internacionales más importantes en materia de derechos humanos: Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966); 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (1965); Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (1979); Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984); Convención sobre los Derechos del Niño (1989); Convención 
internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (1990); 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (2006); Convención Internacional para la protección de 
todas las personas contra las desapariciones forzadas (2006). 
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comienza a ser visualizada como tal. (…) Como se aprecia, la apelación a los derechos 
humanos remite a lo menos a la exigibilidad de determinados servicios o prestaciones, a la 
integralidad en su diseño y suministro, y a la universalidad de la provisión para toda la 
población. (p.44) 

La afirmación de la autora invita a plantear cuestionamientos sobre la tendencia global a 
pensar el bienestar en términos de reducción de pobreza o, en el mejor de los casos, 
reducciones lentas de algunas brechas. 
 
De acuerdo con Social Protection – Human Rights, plataforma vinculada a Naciones Unidas 
e impulsada por el Ministerio de Asuntos Exteriores de Finlandia: “El principio de igualdad 
y no discriminación requiere que los Estados garanticen que los programas de protección 
social cumplan con los estándares de accesibilidad, adaptabilidad, aceptabilidad e idoneidad 
para todos los titulares de derechos” (2023). Estos tres conceptos son definidos como se 
observa en la tabla 4: 
 
Tabla 4. Estándares de derechos 

Estándar Definición 
Accesibilidad Hacer que los programas de protección social sean fáciles de 

alcanzar, comprender y usar, independientemente de su edad, 
discapacidad, etnia, ubicación geográfica u otros factores. Este 
estándar se asocia con los criterios de asequibilidad, cobertura, 
elegibilidad, participación y acceso físico. 

Adaptabilidad Construirse de manera que reconozca y acomode el contexto local. 
Por ejemplo, el alcance y la información sobre un programa deben 
adaptarse para llegar a los segmentos más vulnerables de la 
sociedad, que pueden ser personas analfabetas, mediante el uso de 
canales como la radio, y estar disponibles en los idiomas utilizados 
por grupos minoritarios e indígenas. 

Aceptabilidad Sensibilizar a un programa de protección social hacia las múltiples 
formas de discriminación que pueden surgir en la intersección de 
raza, género, clase, etnia, discapacidad u otras identidades y 
antecedentes. 

Fuente: elaboración propia con base en la clasificación de Social Protection – Human Rights. 
 
Para Tomasevski (2001) se debe partir del análisis de cuatro atributos desde el enfoque de 
derechos: 1A. Asequibilidad: Oferta para la garantía del derecho lo suficientemente 
adecuada. Por ejemplo, la cantidad adecuada de puestos de trabajo para que las personas 
puedan trabajar. 2A. Accesibilidad: Eliminar barreras de acceso para que las personas puedan 
ejercer plenamente su derecho, por ejemplo, que un joven no deba dejar de estudiar por no 
poder comprar útiles escolares, o que los trabajadores estén cualificados para poder ocupar 
los trabajaos de forma efectiva. 3A. Aceptabilidad: Hace referencia a la calidad, esta se puede 



 

 31 

medir verificando los derechos en tres sentidos: derechos a (se tiene acceso), en (los derechos 
garantizados dentro de la garantía de otro derecho, por ejemplo, ya estando, trabajando los 
derechos laborales) y por (permite garantizar otros derechos, por ejemplo, gracias a la 
educación se puede acceder al derecho a la salud, o, gracias al derecho al trabajo se tiene 
acceso a la protección social). Finalmente, 4A. Adaptabilidad: Adaptación a necesidades 
específicas de ciertas poblaciones.   
 
Ahora bien, una política pública corresponde al enfoque de derechos siempre que se cumplan 
ciertas condiciones mínimas, por supuesto no basta con la mera enunciación de derechos ni 
el vínculo formal entre la política y algún referente normativo. Es decir, que se lance un 
programa de transferencias inspirado por un derecho y se haga énfasis en la relación, como 
es evidente, no garantiza que se lleven a cabo acciones que desemboquen en la garantía del 
derecho. Pérez (2007) plantea un interesante contraste entre las políticas de derechos 
humanos y las políticas con enfoque de derechos. De un lado, las políticas de derechos 
humanos han sido creadas por el Estado, atendiendo a sus obligaciones, para favorecer y 
garantizar el cumplimiento y respeto de derechos “(...) considerados como bienes públicos 
fundamentales constitutivos de una sociedad democrática” (Roth, 2006, p. 60). De otro lado, 
Una política con enfoque de derechos humanos no sugiere necesariamente la relación con 
una o varias obligaciones estatales en materia de derechos humanos, puede no enfocarse 
necesariamente en la prevención, protección y garantía de los derechos humanos en sentido 
tácito, pero si debe orientarse al respeto, protección y realización progresiva de los derechos 
relativos a la política en cuestión. 
 
Mora (2017) presenta el enfoque de derechos como teoría de política social que será 
importante tener en cuenta en el análisis acá propuesto. Partiendo de los bienes de mérito, la 
protección social y la movilidad social como conceptos fundamentales, el objetivo del 
enfoque es la garantía del contrato social asegurando que se dé un proceso de cambio 
constante al interior de la estructura social. Tomando en cuenta que Mora (2017) va más allá 
del propio enfoque de derechos y llega a plantear una teoría relacional de la exclusión y la 
desigualdad, sería apresurado entender el enfoque de derechos como el camino a la justicia 
social, sin embargo, en los términos que acá se plantean, si debe ser asimilado a un punto de 
partida mínimo que marque distancia frente a la tendencia neoasistencialista/regulacionista, 
toda vez que: “(…) el enfoque de derechos reconoce que el ejercicio pleno de la ciudadanía 
y las posibilidades de desarrollo humano son posibles únicamente sobre una base material 
garantizada socialmente” (p.138). 
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4.2. Mínimo vital y bien de mérito 

 
El antecedente normativo con el que comienza una amplia discusión sobre el derecho al 
mínimo vital se ubica en la Constitución Política de 1991 y al año siguiente, con la Sentencia 
No. T-426/92. En dicha Sentencia se menciona:  

Aunque la Constitución no consagra un derecho a la subsistencia éste puede deducirse de los 
derechos a la vida, a la salud, al trabajo y a la asistencia o a la seguridad social. La persona 
requiere de un mínimo  de elementos materiales para subsistir. La consagración de derechos 
fundamentales en la Constitución busca garantizar las condiciones económicas y espirituales 
necesarias para la dignificación de la persona humana y el libre desarrollo de su personalidad. 

 
Asociado a los principios de dignidad humana y Estado Social de Derecho, el derecho al 
mínimo vital es una herramienta contra situaciones que vulneran la dignidad humana, así 
como un argumento de personas en circunstancias de debilidad manifiesta. La Sentencia C-
174 de 2020 estableció la importancia de este derecho en el momento en el que la pandemia 
Covid-19 ya había generado una crisis sin precedentes:  

(…) tanto los instrumentos del sistema mundial como los del sistema interamericano de 
derechos humanos contemplan la obligación de los Estados de garantizar la atención esencial 
en salud, la alimentación adecuada en términos de cantidad y calidad, y el acceso a los 
servicios públicos esenciales. De manera concordante, la Corte Constitucional ha entendido 
que el reconocimiento de la dignidad humana lleva implícito el derecho a satisfacer las 
necesidades elementales en los frentes básicos de la existencia, y que esta prerrogativa 
comprende el deber del Estado de diseñar e implementar políticas especiales de atención a 
poblaciones vulnerables. Este deber es aún más imperativo en escenarios críticos como los 
generados por las medidas de aislamiento, que impiden a las personas obtener recursos por 
sus propios medios. 

 
En el caso colombiano la respuesta institucional orientada por el derecho al mínimo vital y 
en respuesta a la pobreza ha consistido en programas de transferencias monetarias. Sin 
embargo, esta solución dista de tener el alcance garantista que debería (de acuerdo con lo que 
implica una garantía efectiva de la existencia). La Defensoría del Pueblo propone una 
explicación del alcance limitado del mínimo vital bastante convincente, argumentando sobre 
la forma en la que se ha posicionado este derecho:  

(…) a diferencia de otros derechos económicos, sociales y culturales (DESC), como la 
alimentación, educación y vivienda, en los que es identificable un marco específico de 
obligaciones estatales, estructuras de servicios permanentes y programas —políticas 
públicas— de gobierno, en el caso del mínimo vital esto no es así, pues es un derecho que se 
ha construido a partir de pronunciamientos jurisprudenciales. (2023, p.5) 
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Sumado a la anterior explicación, los alcances del derecho al mínimo vital están dados por la 
definición del mismo como ingreso monetario básico, que ha sido presentada en la Sentencia 
T-678/17: 

(…) la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la 
financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el 
acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas 
cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 
fundante del ordenamiento jurídico constitucional. 

 
Lo anterior, toma especial relevancia cuando, producto de la ponderación de derechos 
propuesta desde una de las instancias capaz de domar el capital financiero (las cortes), se 
limitan los intereses económicos y se privilegia el derecho a existir. Tal es el caso del literal 
b. “El derecho al mínimo vital como límite al poder fiscal” de la Sentencia C-492 de 2015 
proferida por la Corte Constitucional de Colombia: 

Si bien el deber de tributar es general pues recae sobre "la persona y el ciudadano" (art. 95-9 
de la C.P.), el derecho al mínimo vital exige analizar si quien no dispone de los recursos 
materiales necesarios para subsistir digna y autónomamente puede ser sujeto de ciertas cargas 
fiscales que ineludible y manifiestamente agraven su situación de penuria, cuando es notoria la 
insuficiencia de una red de protección social efectiva y accesible a los más necesitados. De ahí 
que la propia Carta haya señalado como límite a la potestad impositiva del Estado "los 
principios de equidad, eficiencia y progresividad" que rigen "el sistema tributario" (art. 363 de 
la C.P.) y que haya enmarcado el deber de tributar dentro de los "conceptos de justicia y 
equidad" (art. 95-9 de la C.P.)". 

 
Lo que se ha entendido como mínimo vital desde escenarios de discusión constitucional 
expone los vacíos en la política social del Estado, en algunos casos se responde con 
programas de transferencia monetaria que se soportan en cálculos que pueden ser 
considerados indignos bajo posturas que privilegian los derechos humanos; en otros casos no 
existe ni siquiera una transferencia mínima. No obstante, el vacío no sólo se encuentra en la 
actualidad de los programas, sino en la comprensión misma del derecho, pues con el 
panorama actual, el mínimo vital no parece ser el sustento suficiente para un modelo de 
política social universal. 
 
Todos los derechos deberían ser bienes públicos, esto es, no generadores de exclusión y no 
generadores de rivalidad/competencia. En teoría, todo derecho debería no agotarse y no tener 
que comprarse, sin embargo, la lógica meritocrática en conjunto con la tendencia hacia la 
privatización impuestas con fuerza en Latinoamérica ha hecho creer que sólo se debe contar 
con salud, educación o empleo si se es lo suficientemente competente o buen ciudadano. Por 
ejemplo, es común que se piense que las personas privadas de libertad no deberían ser 
atendidas en salud al nivel de un ciudadano que no ha cometido delitos, o que la comida que 
reciben debe ser de menor calidad o directamente no debe ser suministrada.  
 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=4125#95-9
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Lo derechos también pueden ser vistos como bienes de mérito, en términos de Corredor 
(2010) estos son los bienes y servicios que todas las y los ciudadanos deben recibir en tanto 
ciudadanos y seres humanos. La traducción de los bienes de mérito en la democracia estaría 
dada por medio de los derechos económicos y sociales. La visión de Corredor se aleja 
completamente de la lectura meritocrática de los derechos, en tanto: “(…) su satisfacción no 
puede estar sujeta a la dinámica del crecimiento económico, ni depender de su contribución 
al mismo” (p.67). Entonces, una sociedad diseñada con base en bienes de mérito se aleja de 
la visión de los derechos como un obstáculo. Dado que los derechos se garantizan 
independientemente a la competencia o merecimiento de la persona, desde la óptica de la 
sostenibilidad fiscal los derechos son la fuente de la ineficiencia y ponen en riesgo el pago 
de la deuda. Bajo la visión de Corredor los bienes de mérito deben ser el punto de partida: 

Los bienes de mérito son universales y el Estado y la sociedad deben garantizar su provisión, 
puesto que quienes estén privados de ellos encuentran serias limitaciones para desarrollar sus 
capacidades. Estos bienes son convenidos socialmente y se expresan en el contrato social que, 
por excelencia, es la Carta Constitucional: libertad, justicia, seguridad, educación, salud y 
nutrición, pues sin ellos las personas no pueden desarrollar sus capacidades. Estos bienes 
constituyen un mínimo para la protección de todo ciudadano. (p.67) 

 
Como fue expuesto en este apartado, la lectura actual del derecho al mínimo vital se limita a 
lo que se ha definido como ingreso monetario básico. Bajo este criterio, basta con asignar 
porciones de ingresos suficientes para mantener con vida a una persona, es decir, los 
programas de transferencias monetarias estarían respondiendo a la altura de las exigencias 
en muchos casos. Sobre la relación con la política fiscal, constantemente hay choques entre 
la prioridad por la sostenibilidad fiscal y el mínimo vital, sin quedar del todo claro cuál es la 
posición del Estado. La orientación hacia una sociedad de bienes de mérito implica grandes 
adecuaciones en la política fiscal y la política social, entre estas, la adecuación de la regla 
fiscal actual hacia un horizonte contra cíclico, la orientación de la política fiscal desde el 
pleno empleo y la elección de políticas con alcance universal. 
 

4.3. Desprotección de los derechos a costo de sostenibilidad fiscal 

 
Como se expuso anteriormente, la regla fiscal ha cumplido su papel como herramienta de 
salvaguarda del ajuste y la estabilidad. Sin embargo, el énfasis en el control de la inflación y 
el equilibrio, han traído consigo un modelo de política fiscal que riñe con la garantía plena 
de derechos, muestra de esto es la anulación del pleno empleo como objetivo orientador. Es 
precisamente la sostenibilidad, una de las barreras centrales contra la garantía de derechos, 
pues la garantía plena de derechos supone un amplio esfuerzo fiscal en la recaudación y el 
gasto público. Los derechos pueden ser entendidos como una deuda permanente del Estado 
con la ciudadanía, que desde la lógica neoliberal es demasiado costosa y prescindible.  
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Bajo el modelo actual, ¿es el derecho al trabajo un bien de mérito? Cómo se muestra en este 
trabajo la desprotección de derechos se intensificó con el auge del neoliberalismo. En la 
pandemia del virus Covid-19 lo que se propuso como respuesta a la crisis no resultó efectivo 
en términos de garantía plena de derechos económicos y sociales, en específico, el derecho 
al empleo. Claro está, la desprotección social y la incapacidad estatal para brindar garantías 
se intensificó en pandemia, pero es el resultado de varias décadas de abandono a la opción 
del pleno empleo, asumiendo la vía de la política fiscal procíclica y la política fiscal centrada 
en la focalización.  
 
Como parte fundamental del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU 
adopta observaciones y formula recomendaciones desde hace poco más de tres décadas. En 
lo concerniente al trabajo, fue aprobada la Observación General #18 el 24 de noviembre de 
2005, relacionada al Artículo 6 del PIDESC. En esta Recomendación se parte de la definición 
del trabajo como un derecho fundamental, haya su importancia en la relación directa con la 
realización de otros derechos fundamentales y la implicación de su garantía sobre la dignidad 
humana. En la siguiente tabla se presentan los elementos primordiales del ejercicio laboral: 
 
Tabla 5. Elementos interdependientes y esenciales para el ejercicio laboral. 

Elemento Definición 
Disponibilidad Los Estados Partes deben contar con servicios especializados que 

tengan por función ayudar y apoyar a los individuos para permitirles 
identificar el empleo disponible y acceder a él. 

Accesibilidad El mercado del trabajo debe poder ser accesible a toda persona que esté 
bajo la jurisdicción de los Estados Partes . La accesibilidad reviste tres 
dimensiones: 
a. Igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo, 
eliminando cualquier discriminación. 
b. Accesibilidad física, especialmente para las personas con alguna 
discapacidad. 
c. El derecho a procurar, obtener y difundir información sobre los 
medios para obtener acceso al empleo mediante el establecimiento de 
redes de información sobre el mercado del trabajo en los planos local, 
regional, nacional e internacional. 

Aceptabilidad 
y calidad 

La protección del derecho al trabajo presenta varias dimensiones, 
especialmente el derecho del trabajador a condiciones justas y 
favorables de trabajo, en particular a condiciones laborales seguras, el 
derecho a constituir sindicatos y el derecho a elegir y aceptar libremente 
empleo. 

Fuente: Elaboración propia con base en citas textuales de la Observación General #18 (ONU, 2005) 
y Garay (2011). 
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Garay y Espitia (2021) señalan que del total de personas que para el periodo de pandemia se 
encontraban en vulnerabilidad y pobreza, un 30% no recibió ningún tipo de ayuda. Esto se 
relaciona con la incapacidad de establecer mecanismos de focalización adecuados, prueba de 
ello, 1.500.000 personas de clase media y 70.000 recibieron ayudas. Al respecto, Espitia y 
Garay (2021) coinciden con la propuesta más garantista en esta materia, la renta básica, claro 
está, iniciando con la universalización del monto para las personas en pobreza y 
vulnerabilidad.  
 
En época de pandemia, resultó ineludible suspender la regla fiscal hasta tanto no se 
recuperara, o al menos iniciara su recuperación la economía (2022). Con la regla fiscal en 
firme, no se hubiera logrado cumplir los exigentes parámetros de déficit y más importante 
aún, probablemente se tendrían que haber recortado fuentes de gasto público que hubieran 
agravado la situación de hambre y vulnerabilidad de millones de personas.  

El déficit fiscal del gobierno central permitido por la regla para 2020 era de 0,1% del PIB, 
mientras que el déficit estimado por el MHCP era del 8,2% del PIB (finalmente fue de 7,8% 
del PIB). En 2021 el balance permitido por la regla hubiera sido equivalente a un déficit de 4% 
del PIB, mientras que el déficit total reestimado en el Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP) 
era de 8,6% y, según cifras oficiales, habría cerrado en torno al 7,1% del PIB. (Cetrángolo, O, 
Morán, D y Calligaro, F, 2022, p.50) 

 
El modelo de política fiscal vigente hace imposible llevar a cabo políticas contracíclicas 
orientadas al sostenimiento del nivel de empleo en situaciones críticas como la 
experimentada a lo largo de la pandemia. El principal programa del gobierno en respuesta a 
la crisis (Ingreso Solidario), así como las demás acciones del Gobierno Nacional 2018-2022 
no representaron grandes aportes en términos de garantía del derecho al trabajo. Una revisión 
general a la oferta de programas lanzados en el periodod de pandemia, evidencia que no se 
aseguró la accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad en relación al empleo. Por el contrario, 
este derecho quedó relegado a un segundo plano mientras se fijaba la atención en la 
supervivencia, que dependía de un sistema de salud sin soberanía en la producción de 
vacunas. 
 
Tal como propone Rodríguez (2018), el objetivo constitucional que orienta la política fiscal 
hacia el pleno empleo es insuficiente, quedando el Estado como “Espectador” en relación 
con el desempleo involuntario: 

El marco legal parece poco robusto para afrontar las fluctuaciones del nivel de empleo. Aunque 
el pleno empleo es un objetivo constitucionalmente obligatorio, la actual asignación de 
funciones dentro del Estado puede dar lugar al “efecto espectador”. La democracia y la 
sostenibilidad fiscal justifican la adopción de ciertas restricciones al control de instrumentos de 
política por parte del ejecutivo, pero la regla fiscal, en especial durante la transición, prescribe 
la adopción de medidas contradictorias y eventualmente contraproducentes en términos del 
papel anticíclico de las finanzas públicas y de la misma sostenibilidad fiscal. (pp. 189-190) 
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Como se expuso en secciones anteriores, el pleno empleo es un elemento accesorio de la 
política fiscal sin fuerza vinculate. Así mismo, es un elemento fuera de la órbita de la política 
monetaria, cuyos objetivos son el alcance y mantenimiento de las tasas de inflación bajas y 
estables junto con la  estabilización de la tasa de crecimiento del producto alrededor de sus 
niveles sostenibles en el largo plazo (Rodríguez, 2018). Mientras que para la regla fiscal se 
destinó una compleja arquitectura institucional y estructura operativa, el pleno empleo como 
objetivo se asumió como significante vacío. De un lado, el Marco Fiscal de Mediano Plazo” 
materializa la regla fiscal mientras el Ministerio de Hacienda y el Confis intervienen en su 
aplicación acompañadas de un comité técnico consultivo (Rodríguez, 2018). 
 
En el caso de Colombia y los países latinoamericanos, la tendencia por modelos híbridos 
fundamentados en programas de transferencias y garantías parciales de los derechos explica 
el curso de acción en contexto de pandemia. Mientras en escenarios como el de países 
nórdicos la respuesta estatal a la crisis derivada de la pandemia consistió en la continuidad 
de sus políticas benefactoras y algunas medidas de salud pública para asegurar el aislamiento 
en las fases más críticas del virus.  
 
El Gobierno Duque quiso presentar el programa “Ingreso Solidario” como un resultado 
llamativo derivado de los ajustes en le política fiscal con la suspensión temporal de la regla, 
sin embargo, en este trabajo se entiende este tipo de programas como resultado de la 
restricción relativa a la regla.  Bajo la comprensión actual, el pleno empleo es un objetivo 
que parece iniciar y terminar en la Constitución Política, pues su alcance material es frágil. 
Paralelo a esto, nunca se ha entendido el derecho al trabajo como un bien de mérito, más bien 
se ha asumido este derecho como un obstáculo, que en gran medida se asume con los 
derechos en el trabajo (regulaciones paralelas al derecho central). 

5. Alternativas posibles 

5.1. Hacia una política social/fiscal social-demócrata 
 
En este trabajo se han sugerido algunas líneas de transformación en relación con la política 
social y fiscal del país, sin embargo, dada la complejidad y extensión del abordaje que 
supondría un desarrollo exhaustivo en cada escenario de política, será motivo de otro trabajo 
centrar la mirada en propuestas de reforma estructural de política fiscal y social. En esta 
sección se presentará la política “Estado como empleador de última instancia” como una 
alternativa central de alto potencial transformador para avanzar en la garantía plena del 
derecho al trabajo entendido como bien de mérito.  
 
Previo al desarrollo de cualquier propuesta que ensanche los linderos de la política social, se 
debe recordar que la existencia o el surgimiento de nuevos derechos supone la necesidad de 
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contar con obligaciones tributarias, siendo esta la única forma de que los deberes relativos a 
los derechos se tomen en serio (Holmes y Sustein, 2015). La dicotomía entre derechos 
positivos y negativos puede hacer creer que se debe elegir entre la libertad derivada del 
abandono estatal (libertad de interferencias) o el subsidio. Sin embargo, cualquiera que sea 
el derecho en cuestión, se trata de un reclamo social que requiere de recursos fiscales para su 
resolución (Holmes y Sunstein, 2015): 

La financiación de derechos básicos a través de ingresos derivados de los impuestos nos ayuda 
a ver con claridad que los derechos son bienes públicos: servicios sociales financiados por los 
contribuyentes y administrados por el Estado para mejorar el bienestar colectivo e individual. 
Todos los derechos son entonces, derechos positivos. (p.69) 

 
Por lo anterior, en el contexto local, donde existen grandes vacíos en la estructura fiscal que 
comprometen la capacidad de garantizar derechos vía política social, se parte de la necesidad 
de transformaciones en la estructura tributaria y la regla fiscal, privilegiando la ruta 
constitucional del pleno empleo y permitiendo optar por políticas contra cíclicas. Por otro 
lado, elegir el camino indicado para mantener contentos a los organismos internacionales no 
puede significar el abandono de los compromisos pactados en la Constitución Política. 
Independiente a la situación macroeconómica, deben garantizarse los derechos, así, hay que 
formular reglas fiscales que privilegien la garantía de derechos sobre la sostenibilidad, esto 
supone una puja permanente contra la burocracia tecnocrática neoliberal.  
 
Luis Ignacio Lozano (2019), director del Departamento de Estudios de Política Económica 
del Banco de la República, propone que, en Colombia, cuando se ha atravesado periodos de 
bajo crecimiento. ha habido subida de impuestos. Es decir, las medidas que se toman en estos 
periodos son procíclicas, lo que haría más largo el periodo de caída. Aunque en general, un 
análisis global de las medidas permite de afirmar que la política fiscal ha sido “neutral” en 
periodos de decrecimiento. Lozano (2019) propone que para que el gobierno aumente el gasto 
en periodos de decrecimiento se necesita que ahorre en periodos de bonanza, esto es, no es 
posible asumir medidas contra cíclicas si antes haber asumido medidas procíclicas. Ahora 
bien, ¿qué puede hacerse en materia de tributación? El autor propone que hay mayor espacio 
fiscal en el campo de las rentas laborales, mientras que en las rentas de capital hay un espacio 
más limitado. Se debe corregir la base de contribuyentes ampliándola y reducir la evasión 
fiscal. En el marco del estudio “La política fiscal y la estabilización macroeconómica en 
Colombia” se sustenta la siguiente postura con base en los resultados obtenidos: 

Con relación a los impuestos sobre las rentas del capital, se encuentra que el Gobierno también 
contaría con un espacio importante para ajustar la carga; sin embargo, por la menor concavidad 
de esta curva antes de su punto máximo, los aumentos de la tarifa efectiva darían ganan- cias 
más pequeñas en recaudo. Así, se concluye que, por cada punto porcentual de aumento en la 
tarifa efectiva, el Gobierno incrementaría el recaudo por impuestos sobre las rentas del capital 
en 0,2 pp, en promedio. Expresado el espacio fiscal en términos del producto, se concluye que 
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en el largo plazo se podría aumentar el recaudo sobre las rentas del capital en 1,9%. (Lozano 
et al, 2019, p.28) 
 

La herramienta con la que se elaboraron las proyecciones en el estudio del Banco de la 
República referenciado en el párrafo anterior, es la curva de Laffer. En resumen, esta curva 
permite identificar los puntos en los que aumenta o disminuye la recaudación en relación con 
el aumento o disminución en las tasas impositivas. En términos generales, si se aumenta 
demasiado un impuesto a un bien o servicio, esto puede ocasionar que se haga menos 
deseable ofertar y demandar dicho bien o servicio, generandose un efecto directo sobre la 
recaudación.  
 
No obstante, más allá de las proyecciones de la herramienta, la decantación por impuestos 
directos o indirectos no deja de ser un asunto político. La justificación técnica del aumento 
de impuestos al consumo y la precaución en relación con el aumento de los impuestos al 
capital y el trabajo no pueden desconocer que los impuestos al consumo afectan en mayor 
forma a las clases medias y populares, toda vez que los impuestos indirectos se generan de 
forma independiente al nivel de ingreso y capital. Una política fiscal cimentada en una noción 
de justicia socialdemócrata y orientada por el objetivo de garantizar derechos debería 
privilegiar el aumento de impuestos directos, esto es, sobre la riqueza, los ingresos de los 
agentes económicos, la renta y el patrimonio. La regla deberá ser la tendencia hacia el 
aumento de impuestos directos en sentido progresivo. 
 
Solamente mediante reformas que fortalezcan los ingresos fiscales, se alejará nuestra política 
fiscal de la dependencia de la tributación sobre la renta. De los ingresos fiscales, llama la 
atención la tendencia por proteger al 1% más rico de uno de los paises más desiguales del 
mundo. El aumento de la presión tributaria deberá prestar especial atención a la distribución 
de la propiedad de la tierra, dado que: “(…) el 1% de los propietarios nacionales para predios 
rurales de privados (35.304 propietarios) particulares posee el 49.8% del total del área rural  
(…)” (IGAC, 2023, p.121). Así mismo, la evasión de impuestos y los paraisos fiscales son 
puntos de la agenda.  
 
Por otro lado, el amplio camino recorrido bajo los parámetros fiscales vigentes lleva a 
concluir que un Estado Social de Derecho en los términos propuestos en la Constitución del 
91 y la normativa internacional del trabajo no será posible por medio de programas de 
transferencias y seguros de desempleo. De acuerdo con los parámetros de la OECD (2024) 
sobre el empleo, tomando en cuenta la tasa de empleo actual y a largo plazo, los ingresos 
medios y la seguridad en el empleo, Colombia se ubica en las últimas posiciones, solamente 
superado por Costa Rica, Turquía Brasil, Grecia y Sudáfrica. En cuanto al indicador “balance 
vida-trabajo”, se toman en cuenta el número de horas trabajadas y el tiempo dedicado al ocio 
y al cuidado personal, en este caso Colombia ocupe el penúltimo lugar, solamente superado 
por México (OECD, 2024).  
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Bajo la concepción de los derechos como bienes de mérito, las políticas de salarios 
diferenciados, así como las políticas de salario vital y las políticas de formalización y 
exigibilidad (ver tabla 6) resultan insuficientes. En ese sentido, una postura que persiga la 
garantía efectiva del derecho al trabajo deberá orientarse por políticas de empleo, como la 
política de Estado como empleador de última instancia. Complementando lo anterior, debe 
aclarase que en este documento el enfoque de derechos cumple la función de exponer el corto 
alcance de los programas de transferencias en un contexto en el que buena parte de las 
actividades económicas cesaron casi por completo, sin embargo, la tendencia de este enfoque 
por la igualdad de oportunidades es contradictoria a la igualdad y la equidad como principios 
orientadores, por lo que se propone la igualdad de posiciones como horizonte social: 

(…) para el enfoque de derechos las lógicas de pobreza, exclusión y marginación que impiden 
la integración social y el desarrollo humano sólo pueden ser combatidas si se impulsan los 
cambios que en materia de política económica y social permitan avanzar hacia la garantía de 
los bienes de mérito, la consecución del pleno empleo, la edificación de sistemas de protección 
social universalistas y mutualistas, y la promoción de circuitos transparentes de movilidad 
social ascendentes basados en la igualdad de oportunidades. (Mora, 2017, p.158) 

 
Tabla 6. Síntesis de la diferenciación y jerarquización de las políticas para combatir el 
desempleo. 
Tipos de políticas 
para combatir el 
desempleo  

Criterios de diferenciación y jerarquización 
Principios Teorías Políticas 

1. Políticas de 
empleo 
(Transformación 
social) 

El pleno empleo es 
posible. El Estado 
puede ofrecer una 
demanda de empleo 
infinitamente elástica. 

Keynesianas y 
Poskeynesianas. 
 
Marxistas y 
Neomarxistas. 
 

Estado como empleador 
de última instancia. 
 
Renta básica de 
ciudadanía. 

2. Políticas 
laborales 
(Regulación) 

El mercado laboral 
debe ser regulado. El 
trabajador es sujeto de 
derechos.  

Enfoque de 
derechos. 
 

 

Políticas de salarios 
diferenciados. 
 
Políticas de salario vital. 
 
Políticas de formalización 
y exigibilidad. 

3. Políticas del 
mercado del 
trabajo 
(Corrección de 
fallos del 

El desempleo es un 
fenómeno voluntario. 
El empleo es un bien 
escaso en el mercado 
laboral. Se asume una 

Neoclásicas. 
 
Neokeynesianas. 

Políticas activas de 
empleo. 
 
Políticas pasivas de 
empleo. 
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mercado y 
flexibilización) 

tasa natural de 
desempleo.  

Fuente: Síntesis de la elaboración de Moreno Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón (2011)8. 
 
El modelo Buffer de empleo consiste en emplear la “mayor cantidad posible de personas que 
estén dispuestas a trabajar por un salario fijado” (Garay, 2011, p.38).  La principal traducción 
del término “buffer” al español es “amortiguador”. Lo que generalmente se ha entendido por 
buffer de empleo, hace alusión a la facultad de amortiguación del Estado sobre el desempleo, 
situación que podría activarse en contextos en los que el mercado laboral presenta fallas en 
la demanda y oferta de trabajo, siendo importante mencionar que no hay un ejemplo 
rastreable en la actualidad de una sociedad en la que la asignación de empleos funcione con 
eficiencia paretiana máxima. En resumen, los empleos se asignan como producto de 
relaciones de oferta y demanda imperfectas, quedando rezagado un grupo de personas aptas 
para trabajar que no consiguen una plaza laboral. Es allí cuando, en última instancia, el 
Estado amortigua el efecto crítico de las fallas del mercado laboral y emplea al máximo 
número de desempleados involuntarios como sea posible. 
 
La idea inicial que trajo consigo la propuesta de emplear tanto como sea posible desde el 
Estado, se fundamentaba en la necesidad de prevenir traumas sociales peligrosos para la 
estabilidad democrática: mientras más desempleo haya, más inconformismo y resentimiento 
social habrá, o al menos eso pensaban quienes propusieron la medida a mediados del siglo 
XX. El las últimas décadas ha tomado fuerza la defensa de la propuesta buffer desde la 
defensa del derecho al trabajo.  Mientras el debate filosófico continúa en el campo de las 
políticas de ingreso básico universal (o renta básica ciudadana), las políticas buffer de empleo 
toman fuerza debido a las múltiples ventajas asociadas a las implicaciones en el presupuesto 
público y los impactos positivos en el consumo. Quizá uno de los factores más llamativos de 
la opción del Estado como empleador de última instancia, es el respaldo del valor de la 
moneda en un precio del trabajo fijado, a la vez que se genera productividad y preparación 
permanente de trabajadores que, en caso de abandonar la ocupación concedida desde el 
Estado, pueden ser reintroducidos en cualquier momento en el mercado laboral (Moreno 
Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón, 2011).  
 
La política de Estado como empleador de última instancia, como propuesta de política de 
empleo para Colombia, es desarrollada por Moreno Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón 
(2011). La propuesta consiste en establecer una demanda elástica de empleo a cargo del 
Estado, apoyada en un salario mínimo establecido (deberá coincidir con el salario mínimo 
legal vigente, de este modo se evita el desincentivo por trabajar en otros lugares pero se 

 
8 Los autores desarrollan la diferenciación y jerarquización de las políticas para combatir el desempleo en “Colombia: 
Diálogo pendiente Vol. III. El derecho al trabajo y la política de buffer de empleo” (2011), con base en Artus y Muet (1999), 
Molina (2005), Neffa (2006 y 2007), Pollin (2003), Samaniego (2002), Van Parijs (1996) y Wray (1997). Por razones de 
formato, se excluye de la síntesis la columna “Conflictos y dilemas de política”. 
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mantiene el parámetro mínimo de dignidad acordado cada año). Así mismo, se basa en la 
ejecución descentralizada buscando atender las dinámicas locales y las necesidades del 
territorio. Sobre las consecuencias en la inflación de la política de buffer de empleo, Moreno 
(2009) advierte lo siguiente:  

El esquema de buffer de empleo puede operar sin que se presenten presiones inflacionarias. 
Sus proponentes muestran que el ancla monetaria es el salario fijado por el Estado. En caso 
que se presente un brote inflacionario, se podría hacer uso de la política monetaria para 
reducir la demanda privada o aumentar los impuestos, sin que ello afectara la situación de 
ausencia de desempleo involuntario. En síntesis, se podrían combinar políticas deflacionarias 
con políticas de pleno empleo sin contradicción y sin costos altos para la sociedad. Sin 
embargo, han surgido dudas sobre aspectos importantes. 

 
Para el caso colombiano, Moreno Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón (2011) plantean 
un modelo de buffer de empleo con el que se podría reducir un 60% el desempleo en tan solo 
4 años (del 11.8% al 4.6%). La meta trazada en la propuesta de los autores no ignora la 
asignación corriente de empleos que se da en los sectores público y privado, el resultado de 
la disminsión del desempleo sería la suma de este efecto con el resultado del programa buffer 
implementado. Se proponen definir a los jefes de hogar como poblacion priorizada, en vista 
de que su ingreso tiende a ser la base de la economía de grupos familiares. La transferencia 
se equipara al salario mínimo y se descuentan los aportes a salud y pensión. Los autores 
presentan el efecto multiplicador como uno de los principales beneficios del programa, pues 
una parte de la inversión se devuelve en forma de impuestos sobre el ingreso girado. Incluso 
si no se contara con el efecto multiplicador, afirman que para asegurar la sostenibilidad y 
viabilidad del programa bastaría con eliminar beneficios y excenciones tributarias a los 
sectores sociales más aventajados. Lo anterior permite inferir que si se llevan a cabo procesos 
de reforma como los propuestos en varias oportunidades por los economistas Luis Jorge 
Garay y Jorge Espitia (en líneas generales: reducir descuentos tributarios regresivos, 
fortalecer el impuesto al patrimonio, fijar un monto menor para el cobro de impuestos sobre 
los dividendos, entre otras medidas), se podría avanzar de manera mucho más acelerada en 
la implementación del programa y, por defecto, en la reducción del desempleo. Entre los 
trabajos que podrían implementarse en esta política se encuentran los siguientes (Wray 1997, 
1998)9:  

· Supervisores de seguridad, para los alrededores de las escuelas públicas. 
· Tutores para educación, con quienes se establecerían programas de alfabetismo en las 
comunidades. 
· Supervisores de limpieza de las zonas donde se implementen los programas ELR10, que 
podrían desarrollar tareas de reciclaje y cuidado de las zonas. 
· Inspectores de seguridad ambiental y cuidadores de zonas ambientales protegidas. 
· Acompañantes para adultos mayores. 

 
9 Citado en Moreno Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón (2011). 
10 Siglas en inglés de las políticas “Employer of Last Resort”. 
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· Restauradores de viviendas populares que brindarían apoyo al mejoramiento de las viviendas 
de personas de escasos recursos. 
· Asistentes de guardería para niños a quienes se encargarían del cuidado de los niños de los 
trabajadores tanto de programas ELR como del sector privado. 
· Asistentes de bibliotecas que como en el caso de los tutores se encargarían de incentivar y 
alfabetizar a la comunidad. 
· Artistas comunitarios que se encargarían de proyectos comunitarios para celebración de 
eventos o el montaje de obras para las comunidades poco favorecidas. (p.70) 
 

Es claro que para el contexto nacional, la creación de esta lista de empleos deberá depender 
de las necesidades del territorio. También deberá tenerse en cuenta la transversalización de 
los enfoques de género, interseccional, étnico y territorial, toda vez que la definición de los 
cargos se relaciona necesariamente con la asignación de roles, asunto que varía de acuerdo a 
la trayectoria histórtica del territorio y la cultura.  
 
Uno de los aportes fundamentales de las políticas ELR, es que permite avanzar a pasos 
agigantados en la igualdad en lo que respecta al acceso al trabajo por parte de sectores 
sociales que han sido históricamente excluídos. Por ejemplo, las personas con discapacidad 
(cualquiera que sea) que no cuenten con pensión de invalidez, dejarían de depender de la 
suerte y metas conservadoras que se conforman con algunos puntos porcentuales de avance 
en la conformación de las lantas de personal cada cuatro años.   
 
Retomando elementos destacados de programas buffer de empleo implementados en 19 
paises y presentados por Moreno Rivas, Mora Cortés y Velásquez Garzón (2011), los 
siguientes aspectos constituyen un conjunto de recomendaciones adaptadas de acuerdo a las 
particularidadesdel territorio nacional:  
- Delegación de niveles de implementación descentralizados a organizaciones, cooperativas, 
concejos comunitarios, cabildos y demás instancias de autoridad territorial.  
- Estandarización de los salarios en el area rural y urbana (esto aportaría en la  disminución 
de la migración a las ciudades en busqueda de remuneraciones mayores).  
- Diferenciación de los puestos de empleo creados de acuerdo a las particularidades del 
territorio, dando voz a los beneficiarios en el proceso de creación de los programas.  
- Estructura institucional robusta que permita: evaluación de la viabilidad de proyectos, 
asistencia técnica en territorio, participación permanente de la población objetivo que permita 
reorientar las acciones de acuerdo a las necesidades y seguimiento detallado de proyectos y 
beneficiarios por medio de mecanismos y bases de datos robustas actualizadas. 
 
Un factor adicional en la puesta en marcha de programas buffer de empleo consiste en la 
interoperatividad con programas ya existentes. La ecuación que se propone consta de 
respuesta institucional focalizada según las particularidades del territorio, sumada a la 
creación de puestos de trabajo en consonancia con la actividad económica respaldada. Un 
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ejemplo de la articulación deseada es el siguiente: el apoyo de iniciativas productivas de 
madres cabeza de familia implica la reducción del tiempo disponible para labores de cuidado, 
por lo que surge la necesidad de trabajadores que se capaciten en cuidado y puedan apoyar 
labores como el acompañamiento a personas mayores y personas con discapacidad. La 
población objetivo para la generación de puestos de trabajo mediante un programa buffer en 
el sector del cuidado, podría estar entre jóvenes sin hijos que se encuentren estudiando 
carreras afines, sobre todo en edades de 18 a 24 años. 
 
Los programas buffer de empleo en conjunto con programas orientados a poblaciones 
excluidas deberán articularse de forma constante. En relación con la lista de ocupaciones que 
propone Wray (1997, 1998), llama la atención la conexión con el reciente desarrollo de 
programas por parte del Ministerio de Igualdad y Equidad de Colombia (creado en 2023). 
Esta joven entidad del orden nacional es la primera en Colombia orientada especialmente a 
la eliminación de las desigualdades económicas, políticas y sociales. La población ámbito de 
competencia del Ministerio de Igualdad se compone de catorce sujetos de especial protección 
constitucional11. 
 
De los más de 25 programas a cargo de los 5 viceministerios12 de la entidad, destacan 
acciones que implican ineludiblemente la generación de miles de puestos de trabajo, situación 
que podría fortalecerse mediante la creación de programas de empleo buffer paralelos. Lo 
anterior no solo fortalecería las acciones proyectadas en el marco de los programas, también 
permitiría la inclusión de personas con bajo nivel de preparación que generalmente no son 
tenidas en cuenta de forma directa. A modo de ejemplo, se seleccionó el programa diseñado 
para combatir el hambre. La siguiente lista comprende algunas de las principales acciones 
del Programa Hambre Cero (Ministerio de Igualdad y Equidad, 2023), a cargo de la Dirección 
para la Superación de la Pobreza del Viceministerio para las Poblaciones y Territorios 
Excluidos: 
- Fortalecimiento de: (I) sistemas productivos locales, (II) sistemas de abastecimiento y 
distribución locales y (III) comunidades y procesos organizativos locales.  
- Entrega de alimentos a través de mercados campesinos (los productos que componen los 
mercados se obtienen por medio de la compra a productores locales, evitando cadenas de 
intermediación). 
- Transferencias monetarias (en los casos en los que existe un déficit de disponibilidad de 
alimentos, o cuando los mecanismos financieros para la disposición de transferencias 

 
11 (1) mujeres en todas sus diversidades, (2) población LGBTIQ+, (3) pueblos afrodescendientes, negros, raizales, 
palanqueros, indígenas y Rrom, (4) campesinos y campesinas, (5) jóvenes, (6) miembros de hogares en situación de 
pobreza y pobreza extrema, (7) personas con discapacidad, (8) habitantes de calle, (9) población en territorios excluidos, 
(10) mujeres cabeza de familia, (11) adultos Mayores, (12) familias, (13) niñez, (14) población migrante regular, irregular, 
refugiado, en tránsito y retornado. 
12 Viceministerio de las Mujeres, Viceministerio de la Juventud, Viceministerio de la Diversidad, Viceministerio de 
Pueblos Étnicos y Campesinos y Viceministerio para las Poblaciones y Territorios excluíos y la Superación de la Pobreza. 
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monetarias no sean posibles por la infraestructura tecnológica o de servicios en la 
comunidad.), bonos alimentarios y en especie.  
 
El ejemplo que se presenta acontinuación configuara la cadena de relaciones entre las 
acciones del programa y las necesidades emergentes que pueden ser cubiertas con buffer de 
empleo: la inversión en maquinaria, insumos e infraestructura viabiliza la creación de puestos 
de trabajo en el sector rural. Por ejemplo, mientras se apoya iniciativas productivas del sector 
primario mediante la compra de productos sin intermediación y se aumenta la capacidad 
productiva con la entrega de insumos, bienes y activos para la producción de alimentos y su 
procesamiento, surge la necesidad de mejorar la infraestructura vial, pues la optimización del 
transporte de los productos a los centros de abastecimiento es indispensable. Por tanto, se 
crea un programna buffer en el que se emplea a quienes no hacen parte del ecosistema de 
producción agropecuaria de manera directa, se canaliza entonces la oferta de mano de obra 
inutilizada mediante la adecuación y mejoramiento de vías terciarias. La clave del éxito de 
la propuesta recaerá en la constinuidad de los programas y su ampliación gradual. 
 
Una revisión a la oferta de programas a cargo del Ministerio de Igualdad y Equidad deja ver 
un conjunto de estrategias con un alto potencial de impacto, en las que bien podrían utilizarse 
los recursos ya destinados a programas de transferencias. La elección de los programas buffer 
de empleo implicará un aumento considerable en la destinación de presupuesto, pues las 
personas incluidas en los proyectos dejarán de recibir ayudas equiparables a la línea de 
pobreza monetaria y empezarán a recibir un salario mínimo.  En este camino, los programas 
recientemente creados desde el Sector de la Igualdad pueden representar un avance 
importante en la defensa de los sujetos de especial protección constitucional, de población 
vulnerable y de grupos históricamente discriminados o marginados.  
 
Cabe resaltar que la opción de transferencias monetarias se entiende como un componente 
más de la respuesta institucional integral bajo la lógica del Ministerio de Igualdad, no como 
el elemento protagónico de los programas. Mientras la preocupación de gobiernos anteriores 
ha sido la superación de la línea de pobreza extrema, el planteamiento del Gobierno Nacional 
2022-2026 tiende a ubicarse en la generación de modos de vida sostenibles que permitan el 
desarrollo de la vida.  
 
No obstante, luego de una revisión detallada a los documentos técnicos de cada programa, a 
razón de un techo presupuestal prevalente en todas las carteras ministeriales, entre otras 
razones, se sigue por obligación el camino de la focalización. Así, si bien es importante 
avanzar en la dignificación de labores que no han sido reconocidas de manera justa (personas 
cuidadoras, madres cabeza de familia, trabajadores de la economía popular, guarda bosques, 
etc), es sano partir de entender que la segmentación y focalización de grupos sociales 
imposibilita alcanzar metas más ambiciosas y universalistas en términos de derechos. Bajo 
políticas ELR se debe optar por cubrir al grueso de la población, priorizando en primera 
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instancia a quienes se encuentran en situación de desempleo involuntario y apuntando de 
manera incremental a la demanda elástica de empleo. Los programas sociales como Hambre 
Cero generan necesariamente nuevos empleos, sin embargo, no aseguran su mantenimiento 
en el tiempo, esta es una facultad que solo se logrará mediante programas cuya razón de ser 
nazca en el derecho al trabajo.  
 
El Programa Ingreso Solidario representó una respuesta de corto alcance a la crisis generada 
por la Pandemia del Virus COVID 19. En próximos escenarios de crisis la respuesta debería 
partir de la articulación entre programas sociales y programas buffer de empleo que 
garanticen niveles de vida dignos. Finalmente, los subsidios pueden hacer parte de la 
propuesta, sin embargo, en un modelo alejado de la lógica asistencial vigente, serán una 
característica complementaria más no el centro de la discusión. Entonces, tanto el subsidio 
para los trabajadores de menores ingresos (nótese que serán ciudadanos que ya contarán con 
empleo) como el ajuste a la jornada laboral, serán factores que acompañen la propuesta, de 
lo contrario se compromete la viabilidad: 

Si rechazamos tanto el crecimiento acelerado como la reducción de los ingresos, ¿debemos 
renunciar también al «pleno empleo»? Sí, si por «pleno empleo» nos referimos a una situación 
en la que prácticamente todos los que quieren un trabajo a tiempo completo, pueden obtener 
uno que sea asequible para el empleador, sin ningún subsidio mediante, y asequible para el 
trabajador, sin ningún beneficio adicional. Pero tal vez no, si estamos dispuestos a redefinir 
el «pleno empleo», ya sea reduciendo la semana de trabajo, pagando subsidios a los 
empleadores, o pagando subsidios a los empleados. (Van Parijs, 2017, p.209) 

6. Conclusiones 
 
Como resultado del modelo de política fiscal y social que ha sido profundizado desde la 
década de los 90, se cuenta con una estructura tributaria que beneficia a los grandes capitales 
y se muestra frágil en la reducción de la evasión. Así mismo, se procura el aumento de 
impuestos indirectos y se establecen beneficios regresivos al 1% de las personas más ricas 
del país, lo que resulta en una presión fiscal diminuta en relación con el estándar 
internacional. Finalmente, el Estado colombiano opera con lo mínimo, sin incomodar a las 
élites políticas y económicas que cuenta con el aval de la tecnocracia neoliberal.  
 
La oferta de política social impulsada en el periodo de pandemia se aleja de los estándares 
de asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad en relación con el derecho al 
trabajo. Las medidas son insuficientes para la garantía del derecho, en ningún caso son lo 
suficientemente adecuadas, esto se refleja en la alta tasa de personas que no encuentran 
empleo y su sostenimiento en el tiempo. Se identifican barreras para el acceso al trabajo que 
inician en la negación sistemática del acceso a educación superior pública. En general, se han 
formulado políticas del mercado del trabajo buscando la corrección de fallos del mercado y 
flexibilización de este, esto además de ser ineficaz en la garantía del derecho, sitúa a la 
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persona como beneficiario y le aleja de su posición como sujeto de derechos. En el grueso de 
este tipo de políticas, no queda claro si la ayuda pretende beneficiar al trabajador o a la 
empresa.  
 
Durante el periodo de la pandemia del Virus Covid-19 se implementaron medidas de política 
social centradas en transferencias monetarias, esto marca una línea de continuidad con lo que 
se ha planteado por décadas en respuesta a los altos niveles de pobreza. Si bien se presentan 
las transferencias como medidas “generosas” que fueron posibles a ajustes en la política fiscal 
que nunca dejó de funcionar de forma “equilibrada”, lejos de apuntar a la garantía plena de 
derechos, estas medidas no generaron impactos significativos en la población beneficiaria. 
El enfoque de los esfuerzos institucionales en la garantía del mínimo vital, sumado al 
abandono del pleno empleo como objetivo constitucional, plantea un camino en el que los 
derechos económicos sociales y culturales quedan en el escenario de la autogestión. Tanto 
“Ingreso Solidario” como las demás políticas impulsadas en periodo de pandemia están 
completamente desconectadas de la garantía del derecho al trabajo.  
 
En este trabajo se plantea una alternativa con un alto potencial en términos de impactos en la 
reducción de la desigualdad. La política que posiciona al Estado como empleadore de última 
instancia permite el acceso al trabajo sin fijar la mirada en el mérito individual. La 
implementación de esta política no solo se vería reflejada en una poderosa disminución del 
desempleo, sino en la reducción de informalidad laboral y una serie inacabada de impactos 
positivos en casi todos los escenarios sociales relacionados a la desigualdad. Por ejemplo, se 
verán impactos significativos en relación con la reducción de la criminalidad, reduciendo así 
un costo para la administración que bien puede ser utilizado en la política.  
 
No obstante, no será posible avanzar en línea de la política buffer de empleo sin respaldar el 
gasto social con las acciones en materia de política fiscal, por un lado, impulsando reformas 
tributarias que persigan la redistribución de ingresos sin miedo incomodar al capital, por otro 
lado, bajo la orientación hacia el pleno empleo como la Constitución Política obliga y el 
viraje hacia la opción contra cíclica sin reglas fiscales restrictivas cuya prioridad siempre 
fueron las calificadoras de riesgo y nunca han sido los derechos. 
 
Como se argumentó en la parte final del trabajo, los programas buffer de empleo son 
sostenibles por naturaleza, dado el efecto multiplicador inevitable. Si se plantea como meta 
cubrir con este tipo de programas a los desempleados involuntarios entre los 5 millones de 
personas pobres y vulnerables que hoy reciben transferencias monetarias, se traspasaría 
necesariamente el presupuesto de transferencias al programa buffer. Lo anterior, acompañado 
de una reforma tributaria que modifique la estructura regresiva vigente, permitiría que 
Colombia se aproxime rápidamente a la garantía del derecho al trabajo en sentido amplio y 
con ello a un modelo de sociedad en la que cualquier vida merece ser vivida.  
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Teniendo como horizonte la justicia social, la igualdad de oportunidades es un objetivo que 
deberá quedar en el pasado. En cambio, la igualdad de posiciones como criterio orientador 
de la política fiscal planteará un escenario más cercano a la justicia social. En materia de 
tributación, lejos de tener alto potencial redistributivo, se cuenta con una estructura de tasas 
impositivas regresiva que afecta de forma especial a las clases populares.  La reducción de 
impuestos deberá ser una opción relegada a periodos de crisis, pues la baja presión fiscal 
conjugada con la evasión e informalidad hacen que sea inviable pensar en recaudar menos. 
No obstante, en términos de gasto se deberá aumentar orientado a la implementación de 
políticas fundamentadas en la posibilidad de romper con relaciones de exclusión y 
desigualdad (transformación social), dejando atrás la visión meritocrática en la que la 
máxima aspiración es la movilidad social (cambio social). 
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